
CAPÍTULO 6. LA LUCHA POR LOS DERECHOS DE LA MUJER 

A LA TIERRA Y SUS RESULTADOS 

En tiempos de la revolución las mujeres nos dormimos 
y no exigimos que se nos entregaran tierras. Si ahora 

viene un proceso de reforma agraria pelearíamos por ellas. 
Ahora la lucha es que aparezcamos en los títulos de propiedad1. 

L o s códigos agrarios neoliberales que establecen la igualdad formal de 
hombres y mujeres en lo que respecta a los derechos a la tierra son el 
resultado de las acciones de lo que las investigadoras feministas Virginia 
Vargas, Saskia Wieringa y Geertje Lycklama (1996) llaman "el triángulo de 
empoderamiento", la interrelación y dinámica de tres grupos de actores 
sociales o agentes feministas: el movimiento social de mujeres (urbano y 
rural), las mujeres en el Estado y las mujeres en la política formal. Podría­
mos añadir un cuarto actor: los organismos internacionales. La interacción 
de estos cuatro grupos, facilitada por las conferencias y redes internacio­
nales y regionales de los últimos veinticinco años, es lo que ha generado 
consenso sobre el contenido de las políticas públicas con perspectiva de 
género y, específicamente, sobre la necesidad de reconocimiento de los 
derechos de la mujer rural a la tierra. Los organismos internacionales 
también han desempeñado un papel esencial mediante la financiación de 
gran parte de esta actividad y, en algunos países, han intervenido políti­
camente en momentos claves a favor de los derechos de la mujer a la 
tierra. En los años noventa, esta alianza estratégica permitió librar bata­
llas exitosas en las legislaturas y los partidos políticos nacionales para cam­
biar el contenido de los códigos agrarios latinoamericanos. Sin embargo, 
el grado de participación activa de las organizaciones de mujeres rurales 
en el proceso ha variado. También ha sido muy heterogéneo el grado en 
el cual esta alianza estratégica de agentes feministas ha podido conservar 
el impulso, una vez adoptadas las disposiciones favorables al género, para 
asegurar su implementación, permitiendo con ello que un mayor núme­
ro de mujeres tengan acceso a la propiedad de la tierra. 

Participante en el seminario Fortalecimiento de la Organización de Mujeres Campesinas en 
Nicaragua, Fundación Arias (1997b: s.f.). 
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Como pauta para el análisis comparativo, el cuadro 6.1 presenta un 
resumen de los principales cambios progresistas con relación al género 
adoptados en códigos agrarios recientes. Siete países han incorporado 
disposiciones que estipulan explícitamente que hombres y mujeres tie­
nen iguales derechos a la tierra. En cuatro de ellos (Bolivia, Brasil, Costa 
Rica2 y Nicaragua), los derechos son independientes de la condición ma­
rital. En Colombia se estipula que los jefes de hogar, ya sean varones o 
mujeres, tienen igual derecho a que se les adjudique tierra, y en Hondu­
ras y Guatemala los derechos potenciales a la tierra corresponden tanto a 
los campesinos como a las campesinas. En los nuevos códigos que siguen 
principios neoliberales estrictos, la propiedad potencial de la tierra recae 
sobre todas las personas naturales o jurídicas, y sólo se establece implíci­
tamente que los hombres y las mujeres pueden poseer tierra sin distin­
ción de su estado civil (Ecuador, México y Perú)3. Por consiguiente, esta 
legislación es, potencialmente, la menos favorable en términos de igual­
dad de género. Vale la pena observar que casi todas las leyes nuevas, 
independientemente de su compromiso con la equidad de género, se si­
guen redactando en un lenguaje sexista que privilegia a los hombres. En 
las disposiciones reglamentarias de estas leyes, es apenas implícito que 
éstas también se aplican a las mujeres, porque los beneficiarios se desig­
nan con el término masculino, por ejemplo agricultores y campesinos. 
Las excepciones son la Ley de Modernización Agrícola de 1992 de Hondu­
ras y la legislación guatemalteca de 1999 que crea un nuevo banco agrario y 
cuyo texto se refiere explícitamente a los beneficiarios como campesinos 
y campesinas. 

Uno de los avances más importantes en favor de la igualdad de géne­
ro en seis de nuestros doce estudios de caso son las disposiciones que 
estipulan la adjudicación y/o titulación conjunta de la tierra a las parejas. 
Estas disposiciones se adoptaron por primera vez en Brasil y Colombia 
en 1988, luego en Costa Rica (1990), Honduras (1991), Nicaragua (1993) y 
Guatemala (1999)4. Sin embargo, en Brasil y en Honduras la titulación 
conjunta sólo es una opción si la pareja la solicita; en los demás países es 

Costa Rica, en su Ley para Promover la Igualdad Social de las Mujeres, promulgada en 1990, 
estableció la igualdad explícita entre hombres y mujeres en todos los programas estatales 
relacionados con la distribución de activos; esta legislación enmienda la de la reforma agraria. 
La legislación de Honduras incluye ambas categorías, pues otorga derechos a la tierra a las 
personas naturales y jurídicas, pero también establece que los/as campesinos/as pueden ser 
beneficiarios de programas estatales de distribución o titulación de tierras. 
Aunque no se incluye en nuestros estudios de casos, vale la pena mencionar que la República 
Dominicana enmendó su legislación sobre reforma agraria en 1997, y la nueva Ley Agraria 
también adoptó la titulación conjunta obligatoria para parejas casadas y parejas que viven en 
uniones de hecho (artículo 39, en DGPM 1998); así mismo, se redactó en un lenguaje no sexista. 
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CUADRO 6.1 
CAMBIOS RELACIONADOS CON EL GÉNERO EN LOS CÓDIGOS AGRARIOS, 
DOCE PAÍSES 

País 

Bolivia 
19% 

Brasil 
1988 

Chile 

Colombia 
1988 
1994 

Costa Rica 
1990 

Ecuador 
1994 

El Salvador 

Guatemala 
1999 

Honduras 
1991 
1992 

México 
1971-92 
1992 

Nicaragua 
1981 
1993 

Perú 
1995 

Igualdad 
explícita 

Sí 

Sí 

No tiene 
código nuevo 

No 
Sí 

Sí 

Personas 
naturales 

No tiene 
código nuevo 

Sí 

Sí 
Sí 

Sí 
Personas 
naturales 

Sí 
Sí 

Personas 
naturales 

Lenguaje 
no sexista 

No 

No 

— 

No 
No 

No 

No 

-

Sí 

Si 

No 
No 

No 

No 

Titulación 
conjunta 

No 

Opcional 

— 

Sí 
Sí 

Sí 

Proyecto 
Pronader 

-

Sí 

s; 
Opcional 

No 
No 

No 
Sí 

No 

Prioridad 
a jefas de hogar 

No 

No 

Proyecto de 
titulación de tíerras 

Sí 
Sí 

No 

No 

No 

Mujeres refugiadas 

No 
No 

No 
NS 

No 
Sí 

No 

Grupos 
especiales 

— 

— 

— 

Mujeres desprotegidas 

Mujeres en uniones 
de hecho 

-

Mujeres 
combatientes 

— 

-

-

-

-

Fuentes: Por orden alfabético de países, Bolivia (1996); da Luz (1996); Gómez-Restrepo (1991); 
Incora (s.f.); CMF (1994); Ecuador (1994); Honduras (1995); Martínez et al. (1995); Guatemala (1999); 
Arizpe y Botey (1987); Tribunales Agrarios (1994); Deere (1983); INIM (1996); Perú (1995). 

(Continuación Nota 4) 
Los programas de distribución de tierra en este país están paralizados desde hace algún tiempo; 
las nuevas reglamentaciones se aplicarán sobre todo a la titulación de tierras adjudicadas de 
conformidad con la reforma agraria en años anteriores. Comunicación por correo electrónico 
con las autores de Pável Isa, 11 de agosto de 1999. 
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obligatoria en cuanto a la adjudicación y/o titulación de tierras distribui­
das por el Estado. Tres países -Colombia, Nicaragua y Guatemala- otor­
gan prioridad a las jefas de hogar en la distribución y/o titulación conjunta 
de tierras adscritas a la reforma agraria o de propiedad del Estado. Ade­
más, en Colombia, ia iey agraria de 1994 concede prioridad a todas las 
mujeres campesinas en condiciones de desprotección debido a la violen­
cia que impera en el país. Por consiguiente, la ley colombiana es la más 
inclusiva, pues las mujeres solas "desprotegidas" constituyen un grupo 
prioritario en materia de distribución de la tierra, con independencia de 
que sean o no madres. Otros pocos países han concedido atención espe­
cial a mujeres pertenecientes a ciertos grupos, como la prioridad que se 
dio en El Salvador, de conformidad con los acuerdos de paz, a las comba­
tientes de la guerra civil y a las colonas en zonas de conflicto. El Progra­
ma de Transferencia de Tierras (PTT) consideró los derechos de la mujer a 
la tierra sin distinción de su estado civil, lo que redundó en la adjudica­
ción de parcelas por separado a los dos integrantes de la pareja. En Chile, 
el programa de titulación de tierras para pequeños propietarios de 1992-96 
también concedió prioridad a las jefas de hogar. En Ecuador, el Programa 
Nacional de Desarrollo Rural (Pronader), dirigido a pequeños propieta­
rios, asignó prelación a la titulación conjunta de la tierra a parejas5. En 
este capítulo se examina la manera como se lograron los cambios progre­
sistas con relación al género, se evalúan las fortalezas y debilidades de 
estas disposiciones y se analizan las dificultades que ha planteado la imple-
mentación de dichas normas en la práctica. Se considera la adjudicación 
y titulación conjunta de tierra a parejas en los cinco países que primero 
adoptaron esta norma: Brasil, Colombia, Costa Rica, Nicaragua y Hon­
duras. Se examina el único caso -El Salvador como parte de los acuerdos 
de paz- en que a hombres y mujeres se les han asignado derechos inde­
pendientes a la tierra sin distinción de su estado civil, lo que llamamos 
"una parcela propia", parafraseando a Bina Agarwal (1994a). Se revisa el 
caso de Guatemala bajo los acuerdos de paz y las dificultades que ha 
planteado la asignación de prioridad a las jefas de hogar y la adjudicación 
y titulación conjunta de la tierra, así como los éxitos obtenidos mediante 
un proceso de empoderamiento de la mujer rural. Por último, se desarro­
llan las implicaciones que la copropiedad de la tierra tiene para la mujer y 
las relaciones de género, en comparación con la obtención de una parcela 
propia. 

Como las experiencias de Chile y Ecuador se refieren exclusivamente a los programas de 
titulación de tierras, se examinarán con más detalle en el capítulo 9. 
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ADJUDICACIÓN Y TITULACIÓN CONJUNTA DE TIERRA A PAREJAS 

La adjudicación y titulación conjunta de tierra a parejas es un avance en 
términos de equidad de género, pues establece explícitamente que los 
derechos de propiedad se otorgan tanto al hombre como a la mujer que 
componen la pareja. En los países que han reformado sus códigos civiles 
con el ánimo de establecer la igualdad de género en el manejo del hogar, 
sirve para reforzar las disposiciones que estipulan que ambos cónyuges 
representan a la familia y pueden administrar sus bienes. En los países 
que aún no han instituido estas reformas, sirve para evitar que, en caso 
de separación o divorcio, las mujeres pierdan acceso a lo que suele ser el 
activo más importante de la familia. En ambos casos, la titulación conjun­
ta impide que uno de los cónyuges tome decisiones unilaterales sobre los 
bienes y con las cuales el otro no esté de acuerdo -como la venta o hipo­
teca de la propiedad- o que alguno de ellos termine desposeído mediante 
testamento. Además, planteamos la hipótesis de que la propiedad con­
junta aumenta el poder de negociación de las mujeres, fortalece su posi­
ción de resguardo y mejora su rol en la toma de decisiones en el hogar. La 
adjudicación y titulación conjunta también se puede percibir como una 
estrategia para defender la familia rural o la unidad de producción cam­
pesina, al reducir la posibilidad de que la pareja se separe. En la medida 
en que fomenta la estabilidad familiar, ha sido favorecida por regímenes 
conservadores que en otros aspectos enarbolan principios neoliberales 
que privilegian al individuo. El establecimiento de la adjudicación y titu­
lación conjunta de tierra a parejas no ha sido fácil, incluso cuando coinci­
de con los códigos civiles reformados. Más aún, a su implementación se 
han resistido los funcionarios de las oficinas de reforma agraria, y tam­
bién muchos campesinos, tanto varones como mujeres, porque va en 
contra de las normas patriarcales. Por consiguiente, para que las disposi­
ciones sobre titulación conjunta sean efectivas es preciso que sean de 
cumpUmiento obligatorio, como veremos en los casos que se exponen a 
continuación. 

Brasil: cambio constitucional 

Brasil fue pionero al instituir la posibilidad de adjudicación y titulación 
conjunta de la tierra a parejas, en las parcelas distribuidas como parte de 
la reforma agraria. Además, la tierra se podía titular conjuntamente, sin 
importar que la pareja estuviera legalmente casada o viviera en una unión 
de hecho; sin embargo, la titulación conjunta no se estipuló como obliga­
toria, sino más bien como una opción que la pareja podía solicitar. Como 
se verá, esta medida no ha sido muy eficaz. Con todo, los cambios intro-
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ducidos en la Constitución de Brasil en 1998, que establecieron que la 
tierra que forma parte del programa de reforma agraria se podía adjudi­
car a hombres, mujeres y parejas, probablemente han elevado el número 
de beneficiarías mujeres en los años noventa. 

El movimiento de mujeres en Brasil se desarrolló en la década de 1970 
en dos frentes paralelos: como parte del movimiento nacional que lucha­
ba por un retorno a la democracia, y como un nuevo actor social que 
luchaba por el reconocimiento de los derechos de la mujer y la abolición 
de su discriminación (Barsted 1994: 40). Uno de sus principales logros 
con el retorno a la democracia fue la creación del Conselho Nacional de 
Direitos da Mulher (CNDM) en 1985, durante el gobierno de Sarney. El 
CNDM, una dependencia del Ministerio de Justicia, reunió a mujeres de 
diversos sectores de la sociedad civil, incluidas muchas feministas. Desem­
peñó un papel crítico en los debates tendientes a la reforma constitucio­
nal, pues influyó en que su contenido se mostrara progresista con relación 
al género. 

La génesis del movimiento de mujeres rurales se encuentra en el con­
texto de la apertura democrática de los años ochenta. Se desarrolló en 
torno a dos demandas centrales: la incorporación de la mujer a los sindi­
catos rurales y la extensión de los beneficios de la seguridad social, inclui­
das la licencia de maternidad remunerada y la jubilación, a las trabajadoras 
rurales (Siqueira 1991: 58). Estas demandas reflejaban la creciente parti­
cipación de la mujer campesina en la fuerza laboral agrícola y la dis­
criminación que afrontaban las mujeres como trabajadoras asalariadas y 
en el seno de los sindicatos rurales. La Confederado Nacional dos 
Trabalhadores en la Agricultura (Contag), la principal confederación sin­
dical de trabajadores agrícolas de Brasil, abordó los temas de la mujer 
campesina por primera vez en 1985. En su Cuarto Congreso, el sindicato 
resolvió incluir a más mujeres en la organización y tomar medidas para 
poner fin a la discriminación contra ellas. Uno de los factores que explica 
la apertura de la Contag a la participación de mujeres en ese momento 
fue el crecimiento del nuevo sindicalismo y la competencia entre la Contag 
y la Central Única dos Trabalhadores (CUT) en busca de nuevos miem­
bros. En la Contag, que estaba realizando elecciones en las que por pri­
mera vez en muchos años se presentaban varios candidatos, las mujeres 
eran vistas como una fuerza potencialmente positiva para el cambio de la 
estructura sindical tradicional6. Durante este mismo período la CUT, en 
su Segundo Congreso Nacional en 1986, organizó una comisión de muje-

Entrevista con Paola Cappellin, profesora de sociología de la Universidade Federal do Rio de 
Janeiro, 1 de marzo de 1999, Amherst, MA. 
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res, la Comissáo Nacional sobre a Questáo da Mulher Trabalhadora, para 
abordar las preocupaciones de la mujer tanto urbana como rural. Más 
tarde, en 1988, organizó su primer encuentro nacional sobre la "cuestión 
de la mujer". 

El CNDM trabajó conjuntamente con el movimiento creciente de mu­
jeres campesinas y fue en gran parte responsable de la mayor atención 
que le prestó el Estado a los temas de la mujer rural durante este perío­
do7. Más adelante, el Ministerio de Agricultura organizó el primer Congre­
so Nacional de Mujeres Rurales, en 1986, en el que se planteó abiertamente 
la demanda de adjudicación de tierra de los programas de reforma agra­
ria a jefas de hogar, así como la adjudicación y titulación conjunta a las 
parejas. Según las recomendaciones del grupo de trabajo del noreste: 
"Cuando llegue la reforma agraria, la tierra se debe distribuir sin discri­
minación alguna entre los hombres y las mujeres que la quieren trabajar. 
No se debe excluir a las mujeres jefas de hogar, las mujeres separadas y las 
madres solas... Los títulos de propiedad deben contener los nombres del 
esposo y de la esposa" (Embrater 1986: 16). 

Durante este período, las mujeres del Movimento das Mulheres 
Trabalhadoras Rurais (MMTR) de Brejo, Paraíba, en el noreste, fueron quie­
nes más presionaron en favor de la adjudicación y titulación conjunta de 
tierra de la reforma agraria a parejas (Albuquerque y Ruffino 1987: 324-5). 

Como resultado de todas estas reuniones, seminarios y congresos y de 
la interacción entre el CNDM y el liderazgo femenino de los sindicatos, así 
como por el movimiento cada vez más fuerte de las mujeres rurales, ante 
la reforma constitucional de 1988 se plantearon varias propuestas progre­
sistas con respecto al género, incluida la cláusula ya mencionada que es­
tipulaba que la tierra distribuida como parte de la reforma agraria podía 
adjudicarse y titularse "a nombre de un hombre, una mujer o de ambos, 
independientemente de su estado civil" (artículo 189, en da Luz, 1996: 
177). Esta disposición llegó al Congreso nacional como resultado de una 
enmienda popular a la Constitución, presentada por una campaña na­
cional de recolección de firmas coordinada por el CNDM8. 

7 En 1985 se creó un programa especial, el Programa de Apoio a Mulher Rural, en el Ministerio de 
Agricultura, y el año siguiente se creó la Comissáo de Apoio a Mulher Trabalhadora Rural en 
Minrad, el Ministerio da Reforma Agraria e Desenvolvimento (Barsted 1994: 63). Estas oficinas 
se clausuraron durante el gobierno del presidente Collor. Los temas de género en el contexto de 
las iniciativas de política agrícola no se volvieron a tocar sino en el gobierno de Cardoso, y aun 
entonces sólo por la aparente presión de la FAO (FAO-Incra 1998). 

8 Esta iniciativa se derivó del seminario "Mulher Rurais: identidades na pesquisa e na luta 
politica", organizado en 1987 por el Ippur/UFRJ (Lavinas 1987) y coordinado con el CNDM. 
Entrevista con la investigadora Heleithe Saffioti, 28 de junio de 1998, Sao Paulo. 
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La importancia de esta disposición reside en que por primera vez se 
dijo explícitamente que las mujeres podían ser beneficiarías de la reforma 
agraria. Como resultado, la oficina de la reforma agraria, Incra, se vio 
forzada a revisar algunas de sus prácticas discriminatorias. Por ejemplo, 
una norma de octubre de 1988 estableció que debía asignarse un peso 
idéntico al trabajo masculino y femenino en el sistema de puntaje utiliza­
do para seleccionar beneficiarios de la reforma agraria (Suárez y Liberdoni 
1922: 118). Sin embargo, los criterios básicos y complementarios para la 
selección de beneficiarios siguieron siendo los mismos, e incluían: tama­
ño de la familia, tamaño de la fuerza laboral familiar, edad del candidato 
y tiempo de experiencia en labores agrícolas. Por consiguiente, los crite­
rios que favorecían a las familias numerosas siguieron discriminando en 
contra de las jefas de hogar y, debido al puntaje que favorecía la experien­
cia agrícola, se siguió discriminando contra todas las mujeres. 

Otro triunfo de las mujeres rurales en la Constitución de 1988 fue que, 
por primera vez, se estableció que hombres y mujeres, tanto urbanos como 
rurales, disfrutaban de idénticos derechos laborales y tenían derecho a 
beneficios de seguridad social similares. Esto significaba que los trabaja­
dores asalariados, tanto permanentes como temporales, los productores 
campesinos y los trabajadores no remunerados de la familia tenían los 
mismos derechos al seguro de desempleo e incapacidad y al sistema de 
pensiones9. Las mujeres que eran trabajadoras familiares no remunera­
das en la producción campesina tendrían la posibilidad de disfrutar de 
beneficios pensiónales directamente, y no sólo como dependientes del 
jefe de hogar varón. Sin embargo, deben estar debidamente registradas y 
pagar una cuota al sistema pensional a manera de impuesto sobre la venta 
de los productos agrícolas. Varios de los nuevos derechos constitucionales 
adquiridos por las mujeres en 1988 requerían legislación reglamentaria 
para convertirse en ley. En los años subsiguientes, la obtención de estos 
derechos en la práctica constituiría el más importante escenario de lucha 
para el movimiento de mujeres rurales. Sin embargo, con la elección del 
presidente Collor en 1989, el CNDM entró en un período de receso. Se le 
recortó el presupuesto y perdió mucha autonomía (Barsted 1994: 42). 
Como resultado de estas medidas, la mayor parte de las feministas re­
nunció. Sólo cuando Fernando Henrique Cardoso asumió la presidencia 
en 1994 revivió el CNDM, aunque aún no ha recuperado el dinamismo ni 
el prestigio que tuvo a mediados de los años ochenta10. 

9 Uno de los beneficios son 120 días de licencia de maternidad remunerada para las mujeres. La 
edad de jubilación para las mujeres campesinas se fijó en 55 años, y para los hombres en 60 
(Suárez y Libardoni 1992: 124-5). 

10 Además, al contrario de organizaciones similares en otros países, el CNDM no desempeñó un 
papel impulsor con respecto a la Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing en 
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En el Quinto Congreso de la Contag, celebrado en 1991 (en donde el 
diez por ciento de los delegados estuvo representado por mujeres), las de­
mandas de las mujeres formaron parte del temario, e incluso se debatió la 
manera de consolidar en la práctica los nuevos derechos adquiridos por la 
mujer en la Constitución. Una de las demandas hechas por la comisión 
sobre reforma agraria en ese congreso fue que se adjudicara a las mujeres 
tierra a nombre propio, o conjuntamente con su cónyuge o compañero 
(Suárez y Libardoni 1992:135-6). En 1990 la CUT organizó una Comisión de 
Mujeres Rurales vinculada con su Departamento Nacional de Trabalhadores 
Rurais, a fin de abordar de una manera más efectiva lo que se consideraba 
como una baja participación de la mujer rural en los sindicatos y la falta de 
reconocimiento de ésta como trabajadora (CUT 1991: 23-4). Una de las prin­
cipales demandas de la mujer rural en la Segunda Reunión Nacional de 
Mujeres Trabajadoras de la CUT en 1991 fue que los nombres de las mujeres 
figuraran en los títulos de tierra distribuida bajo el programa de la reforma 
agraria (Godinho 1995: 165). Las demandas planteadas en estas reuniones 
hacen pensar que el Incra se había demorado en implementar las normas 
constitucionales progresistas con relación al género. 

El Incra aún no tiene datos sobre los beneficiarios de la reforma agra­
ria por sexo, ni sobre la titulación conjunta de la tierra11, pero los datos 
del Primer Censo de la Reforma Agraria, tomados en 1996, sugieren que 
la participación de beneficiarías mujeres es relativamente modesta: 12.6 
(Incra/CRUB/UNB 1998: 26). A casi la mitad de los 159.778 beneficiarios se 
les adjudicó tierra a partir de 1990, es decir, desde que entró en vigor la 
Constitución de 1988, lo cual hace pensar que la incorporación de muje­
res como beneficiarías data de este período. El hecho de que el censo 
sobre la reforma agraria ni siquiera solicitó datos sobre titulación conjun­
ta de la tierra sugiere cuan limitada debe ser esta práctica en la realidad. 
Los únicos títulos conjuntos que se han expedidos son los que correspon­
den a los asentamientos constituidos a manera de cooperativas de pro­
ducción. Muchos de ellos se han organizado como resultado de tomas de 
tierra por parte del Movimento Sem Terra (MST). Se informó que en la 
mayor parte, los nombres de todos los adultos de la comunidad se inclu­
yen en los títulos provisionales12. 

(Continuación Nota 10) 
1995. Luego de la conferencia, parece haber hecho muy poco trabajo de seguimiento en favor 
de los derechos de la mujer. Entrevista con Silvia Camuco y Ana Paola Portella, SOS Corpo, 
realizada el 17 de junio de 1998 en Recife. 

11 Entrevista con Bruno Ribeiro, presidente de la Comisión sobre Reforma Agraria del Estado de 
Pernambuco, 17 de junio de 1998, Recife; y con Edson Teófilo, Núcleo de Estudos Agrarios e 
Desenvolvimento, Ministerio Extraordinario de Política Fundiaria, 25 de junio de 1998, Brasilia. 

12 Entrevista con Dulcineia Paván, Oficina de Relaciones Internacionales, Movimento Sem Terra, 
sede nacional, 30 de junio de 1998, Sao Paulo. 
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Si bien la necesidad de reconocer el derecho de las jefas de hogar a que 
les adjudiquen tierra de la reforma agraria y a la titulación conjunta de 
ésta ha sido uno de los temas planteados en los diversos congresos, plata­
formas y reuniones de los sindicatos rurales y las organizaciones de mu­
jeres, no ha sido su demanda principal (Deere y León 1999b). Esto se 
debe en parte a la composición multiclasista del movimiento de mujeres 
rurales, que incluye, además de trabajadores sin tierra y asalariados rura­
les temporales y permanentes, productores campesinos y semiproletarios. 
La demanda unificadora con base en el género de estos grupos de muje­
res ha sido su reconocimiento como trabajadoras rurales -la condición 
que todas comparten- y la lucha por obtener en la práctica el derecho a 
los beneficios de seguridad social que estipula la Constitución. Así pues, 
una de las principales actividades de Anmtr ha sido la campaña nacional 
para obtener documentos para las mujeres rurales, de manera que puedan 
incorporarse al sistema de seguridad social13. Además, dados los esfuerzos 
relativamente débiles -en comparación con la demanda de tierra- realiza­
dos para lograr la implementación de la reforma agraria en Brasil, el movi­
miento de mujeres rurales se ha unido a las organizaciones mixtas para 
convertir la demanda general de reforma agraria en su demanda principal. 
En este contexto, con los sindicatos y los movimientos sociales rurales en­
frentados con el gobierno, los derechos de la mujer a la tierra se perciben 
como un elemento de división, y los esfuerzos por garantizar los derechos 
de las jefas de hogar a la tierra o la titulación conjunta de ésta se han con­
centrado más que todo a nivel local y regional, y no nacional. Finalmente, 
otro de los factores que explican por qué las disposiciones constitucionales 
que apoyan los derechos de la mujer a la tierra no han redundado en me­
canismos concretos de inclusión de las mujeres en la reforma agraria ha 
sido la debilidad del consejo nacional de mujeres en los años noventa, y el 
distanciamiento del movimiento feminista frente al Estado. 

Colombia: la larga lucha por la igualdad de género 

Colombia reconoció por primera vez los derechos de la mujer a la tierra 
en 1988, con la promulgación de la Ley 30 de la Reforma Agraria. Una de 
las principales disposiciones de esta ley establecía que, en adelante, la 

13 Los documentos personales, como el registro de nacimiento o de matrimonio, la tarjeta de 
identidad, la tarjeta electoral, etc., también son necesarios para poder ser beneficiario de la 
reforma agraria, de modo que esta campaña también podría estar estableciendo una importan­
te precondición para que un mayor número de mujeres rurales puedan ser beneficiarías. La 
tarjeta que más necesitan las campesinas para poderse incorporar al sistema de seguridad social 
es el Bloco de Trabalhador Rural, que se obtiene mediante el pago de un impuesto sobre las 
ventas de los productos agrícolas. 
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adjudicación y titulación como parte de los programas de reforma agra­
ria tenía que hacerse en nombre de la pareja, sin que importase la condi­
ción marital. Además, se incluyeron disposiciones especiales para las jefas 
de hogar, entre ellas el acceso prioritario a tierras baldías y su inclusión 
como miembros de empresas comunales creadas bajo la reforma agraria. 
Por otra parte, se dispuso que, en los comités regionales y nacionales del 
instituto de reforma agraria, Incora, los grupos de mujeres debían tener 
una participación igual a la de los hombres. Estos cambios favorables a las 
relaciones de género en la legislación agraria colombiana fueron el resulta­
do de la política hacia la mujer campesina adoptada por el Ministerio de 
Agricultura en 1984 (que a su vez fue producto de la presencia de varias 
feministas en el gobierno), y del apoyo que esta oficina prestó a la crea­
ción de la primera asociación nacional de mujeres campesinas, Anmucic 
(Gómez Restrepo 1991; Villarreal 1998). 

La Anmucic se concentró inicialmente en promover los proyectos de 
generación de ingresos para las mujeres en el contexto de proyectos inte­
grados de desarrollo rural, pero pronto comprendió que estas medidas 
eran insuficientes y volcó su atención hacia los aspectos discriminatorios 
de la reforma agraria que negaban a las mujeres el derecho a la tierra. 
Según la Anmucic, la ley de reforma agraria de 1961 produjo en gran 
medida la adjudicación de tierra únicamente a los hombres, pues se su­
ponía que al beneficiar a los jefes de hogar, todos los miembros de la 
familia se beneficiarían. La asociación señaló los numerosos casos de se­
paración en el campo, que redundaban en que las mujeres de hogares 
con jefatura masculina perdían por completo el acceso a la tierra, y co­
menzó a demandar que la tierra se adjudicara a parejas, ya fueren casa­
das o en uniones de hecho. Además, llamó la atención sobre el número 
creciente de hogares rurales encabezados por una mujer y sobre su nece­
sidad de tierra. Sus demandas desempeñaron un papel importante en la 
redacción de la Ley 30 de Reforma Agraria de 198814. 

Pese a las disposiciones que favorecían la incorporación de mujeres 
como beneficiarías, la proporción de éstas a escala nacional durante 1988-
91 siguió siendo igual que bajo la ley de reforma agraria de 1961, es decir, 
el 11 por ciento (Duran Ariza 1991, Anexo 3)15. Infortunadamente, los da-

14 Entrevista con Leonora Castaño, presidenta de la Anmucic, 13 de junio de 1996, Bogotá. 
15 Los datos locales sugieren que la Ley 30 sí tuvo un impacto positivo en ciertas regiones. Por 

ejemplo, en la cuenca del río Risaralda la porción de mujeres beneficiarías se incrementó de 37 
por ciento en el período 1962-1988 a 47 por ciento entre 1989 y 1994. Sin embargo, el tamaño 
promedio de las parcelas cedidas a las mujeres se redujo notoriamente, de 8.12 a 2.9 hectáreas en 
esos dos períodos, y en ambos casos las mujeres recibieron parcelas más pequeñas que las de los 
hombres (Villarreal 1995: Cuadros 4 y 4a). Norma Villarreal atribuye el aumento en el número de 
beneficiarías mujeres al papel activo desempeñado por la asociación local de mujeres para 
garantizarles a éstas el reclamo de sus derechos ante la ley. 
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tos disponibles para este período (1988-1991) no reportan la magnitud de 
la titulación conjunta, por lo que resulta imposible sacar conclusiones 
sólidas sobre la eficacia de esta disposición (ya que la titulación conjunta 
podía reportarse bajo la categoría de jefes de hogar varones). No obstan­
te, fue claro que las disposiciones progresistas con relación al género de 
la Ley 30 no se estaban implementando16. Según la presidenta y fundado­
ra de la Anmucic, la "lucha para hacer cumplir la ley" enfrentó a esta 
organización con las asociaciones de campesinos varones, pues éstas 
muchas veces rechazaban la representación de mujeres en los comités de 
selección de beneficiarios del Incora17. La creación misma de una organi­
zación nacional de mujeres campesinas había sido vista con sospecha por 
la principal organización campesina mixta, la Asociación Nacional de 
Usuarios Campesinos (ANUC), que la consideró como un elemento de 
división para las demandas con base en la clase y una competencia po­
tencial para la asignación de recursos (Villarreal 1998: 72). La Anmucic 
también tuvo que confrontar una burocracia hostil en el Incora, pues los 
funcionarios locales se resistían a adjudicar y titular conjuntamente la 
tierra a mujeres y hombres. 

El rechazo masculino a la aplicación de esta ley fue tal, que incluso 
tras haber recibido una carta escrita en términos fuertes por el director 
del Incora para implementar las disposiciones que favorecían a las muje­
res18 (redactada por presión de la Anmucic), un año después, en su infor­
me anual, el Incora no mencionó las disposiciones que favorecían la 
incorporación de mujeres como beneficiarías. Es más, ninguna de estas 
disposiciones se mencionaba explícitamente como meta, y los objetivos 
siguieron siendo beneficiar familias campesinas (Ministerio de Agricultu­
ra 1989). La falta de cumplimiento de la titulación conjunta llegó a tal 
grado que el comité ejecutivo del Incora se vio obligado a expedir una 
nueva resolución en 1989 que volvía obligatoria la titulación conjunta cuan­
do así lo pedían el hombre y su esposa o compañera19. La redacción de 
esta resolución sugiere que el principal rechazo a la titulación conjunta 
no provino de las familias campesinas, sino de funcionarios locales del 
Incora. No obstante, significó un retroceso, pues la resolución no exigía a 

16 El análisis subsiguiente se basa en Gómez Restrepo (1991), Medrano (1996) y entrevistas con 
Norma Villarreal, experta en mujeres y desarrollo rural, 17 de abril de 1996, y con Diana Medrano, 
ex directora de la Oficina de Mujeres Campesinas del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, 29 de mayo de 1996, Bogotá. 

17 Entrevista con Leonora Castaño, op. cit. 
18 Memorando No. 09784 del 6 de abril de 1988, enviado a todas las oficinas regionales por el 

director del Incora, Carlos Ossa Escobar. 
19 Acuerdo No. 05 de 1989. 
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los funcionarios implementar la ley aplicando la titulación conjunta en 
todos los casos, sino sólo cuando lo solicitaba la pareja. 

La Ley 30 se aplicó de manera bastante heterogénea a nivel local, lo 
cual también sugiere que su implementación seguía dependiendo dema­
siado de la decisión arbitraria de funcionarios locales, lo que a su vez se 
relacionaba con la falta de voluntad política nacional para aplicar dispo­
siciones de equidad de género en forma integral durante los años ochen­
ta (Gómez Restrepo 1991: 224). Esta situación comenzó a cambiar en los 
debates que condujeron a la aprobación de la Constitución de 1991. El 
movimiento de mujeres desempeñó un papel importante en garantizar que 
la nueva Constitución hiciera énfasis en la igualdad de derechos y opor­
tunidades para hombres y mujeres y en prohibir la discriminación contra 
la mujer. Además, el Código Civil nacional se reformó de manera que los 
derechos de las uniones de hecho se reconocieran plenamente. 

En este período también se reconoció que los hogares con jefatura 
femenina se estaban multiplicando como resultado de la escalada de vio­
lencia en el país, y que un número cada vez mayor de personas desplaza­
das se veía obligado a migrar a áreas urbanas20. Por iniciativa de la Anmucic 
y con el apoyo de la primera dama de la nación21, el Incora expidió otra 
resolución referente a las mujeres en 1991, que iba más allá de las disposi­
ciones de la Ley 30. Instruía a sus oficinas a conceder prioridad, en los 
planes de distribución de tierras, a mujeres en condiciones de "despro­
tección" como resultado de la situación de violencia característica del 
país, lo que incrementaba los casos de viudez y abandono. A las mujeres 
en tal situación se les debía adjudicar diez puntos adicionales en su solici­
tud para ser beneficiarías de tierra (Medrano 1996: 7). Fue una medida 
innovadora, pues por primera vez incluyó como potenciales beneficia­
rías a mujeres solteras no necesariamente madres22. 

El gobierno de Gaviria promulgó la Ley Agraria 160 de 1994. Según la 
presidenta de la Anmucic en ese momento, en el proyecto preliminar 
presentado por el Incora todos los logros alcanzados para las mujeres por 
su organización en la ley de 1988 y desde entonces habían sido omitidos. 

20 Entrevista con Otilia Dueñas de Pérez, directora del Incora, 2 de agosto de 1997, Bogotá. 
21 La primera dama, Ana Milena Muñoz de Gaviria, participó en la organización de la primera 

cumbre internacional de primeras damas para apoyar los temas de la mujer (véase el capítulo 4). 
Entrevista con Leonora Castaño, ex presidenta de la Anmucic, 19 de noviembre de 1998. 

22 En 1994 se calculó que el 30.8 por ciento de los hogares desplazados estaban encabezados por 
mujeres, y que las mujeres constituían el 58.2 por ciento de los desplazados (Meertens 1998: 26-
7). Según un estudio realizado en 1996, de un cálculo de 165.000 hogares desplazados, se halló 
que el 36 por ciento estaban encabezados por una mujer (Caro et al. 1997: 42). En 1997, el 
número de desplazados ascendía a cerca de 1.2 millones, lo que representa aproximadamente el 
2.5 por ciento de la población (Meertens 1998: 26-7); estas cifras continúan aumentando. 
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con o sin intención23. Esto sucedió a pesar de la existencia de una Oficina 
para Mujeres Campesinas en el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural desde comienzos de la década de los ochenta y de los numerosos 
cursos de sensibilización en género que había promovido en el Incora. 
Sólo como resultado de la intensa presión de ia Anmucic, junto con el 
apoyo que recibió de sus aliados en el gobierno, lograron conservarse y 
fortalecerse las disposiciones de equidad de género en la legislación. Se­
gún el asesor legal del Incora: "Las líderes de la Anmucic llegaron a mi 
oficina y me pidieron incluir dos cosas en la ley: prioridad para las jefas 
de hogar y para las mujeres que se encontraban en condiciones de despro­
tección debido a la violencia, la viudez y el abandono. ¿Por qué debemos 
proteger a las jefas de hogar en el programa de distribución de la tierra? 
Estas líderes hicieron énfasis en cuánto se había agravado el problema de 
las mujeres desprotegidas, en el aumento del número de viudas y en la 
desintegración de la familia, no por las razones tradicionales de abando­
no (la incapacidad masculina de cumplir sus obligaciones con la familia) 
sino debido a la desintegración del campesinado"24. 

Como resultado de estos esfuerzos, la Ley 160 describe explícitamente 
a los beneficiarios como hombres o mujeres campesinos que sean jefes de 
hogar y vivan en condiciones de pobreza, y que no tengan una propie­
dad. La legislación reglamentaria incorpora la disposición, introducida 
por primera vez en 1991, que establece que no sólo a las jefas de hogar 
sino también a otras mujeres que sufren de desprotección se les debe 
asignar el máximo número de puntos al determinar su condición de be­
neficiarías25. Esta disposición es más progresista que cualquier ley colom­
biana anterior, pues fomenta mucho más el acceso de las mujeres pobres 
a la tierra. Además, se reafirmó la disposición que exigía la adjudicación y 
titulación conjunta obligatoria de la tierra a parejas, aprobada por prime­
ra vez en la Ley Agraria de 198826. 

La Ley 160 de 1994 tiene vacíos con los cuales la Anmucic y sus aliadas 
no están de acuerdo. Ante todo, sólo las personas con capacidad crediticia 
clasifican como beneficiarios potenciales. Aunque esta disposición podría 
parecer razonable a primera vista, significa que una mujer puede ser des­
calificada debido a acciones anteriores de su compañero actual. Además, 
se podría negar a una jefa de hogar la condición de beneficiaría porque 

23 Entrevista con Leonora Castaño, op. cit. 
24 Entrevista con Manuel Ramos, Incora, 2 de agosto de 1997, Bogotá. 
25 Acuerdo No. 012 de 1995, artículo 6. 
26 Acuerdo No. 023 de 1995, artículo 15, sobre la distribución estatal de la tierra. El Incora lo 

interpretó como aplicable a las tres modalidades de distribución: por el Estado, mediante 
adjudicaciones con base en el mercado y a través del programa de titulación de tierras baldías. 
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su anterior compañero o cónyuge no pagó una deuda27. Dada la prefe­
rencia que asigna la ley a la agricultura familiar, otro problema es el estatus 
de las empresas comunales o los grupos asociados de conformidad con la 
nueva legislación. En algunos casos los grupos de mujeres han organizado 
planes cooperativos de producción, pero cuando solicitan tierra colectiva­
mente se les suele rechazar28. Además, en las reglamentaciones del proyec­
to del Banco Mundial sobre distribución de tierra con base en el mercado, 
el mecanismo mediante el cual se debe conceder prioridad a las jefas de 
hogar y las mujeres desprotegidas no es muy claro29. En varías entrevistas, 
se encontró que a las jefas dé hogar se les asignaba prioridad sobre los 
hombres sólo cuando todas las demás condiciones eran idénticas30. 

Sin embargo, según parece, existe una preocupación cada vez mayor 
de que el mandato del Incora favorezca a las jefas de hogar, pues a veces 
mujeres que no son cabeza de familia han solicitado tierra aduciendo que 
sí lo son. En el departamento del Magdalena, un grupo de mujeres que 
decían ser viudas solicitaron tierra, pero "tenían a sus cónyuges detrás, 
para que ellas aparecieran como jefas del hogar. El oportunismo de los 
hombres tiene que limitarse, para que las verdaderas jefas de hogar no 
pierdan su derecho preferencial como resultado de este tipo de accio­
nes"31. 

Desde la promulgación de la Ley de 1994, la adjudicación de tierra a 
parejas aumentó de manera constante. Como muestra el cuadro 6.2, el 
porcentaje de parejas a las que se adjudicaron conjuntamente parcelas 
aumentó de 18 por ciento en 1995, a 78 en 1998, cifras que representan un 
promedio de 57 por ciento de adjudicaciones en el período 1995-1998. En 

27 "Estudio para identificar los cuellos de botella que limitan el libre acceso a la oferta de crédito 
de la Caja Agraria y a los recursos de descuento de Finagro por parte de las mujeres rurales y 
establecer mecanismos para superarlos", informe interno elaborado por la Oficina de la Mujer 
Rural, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, s.f. 

28 Entrevistas con Alba Lucía Zuluaga, consultora de la Oficina de Mujeres Campesinas, Ministe­
rio de Agricultura y Desarrollo Rural, 6 de junio de 1996, Bogotá; y con Pilar Vidal, consultora 
del Incora, 3 de junio de 1996, Bogotá, 

29 "El Mercado de Tierras, Ley 160 de 1994, Manual operativo de prueba", informe interno del 
Proyecto de Apoyo al Programa de Reforma Agraria (fase experimental), Ministerio de Agricul­
tura y Desarrollo Rural, Incora, DNP y Banco Mundial, mayo de 1997. Este informe menciona 
que las jefas de hogar tienen prioridad sobre otros (p. 14) y que pueden formar parte de grupos 
de beneficiarios campesinos si tienen por lo menos 65 puntos (p. 23). El mínimo requerido para 
ser beneficiario son 60 puntos (p. 13) y la condición de mujer desprotegida no parece merecer 
puntos. 

30 Entrevistas con Absalón Machado, 30 de julio de 1997; con Otilia Dueñas de Pérez, op. cit.; y 
discusión durante el seminario sobre Género y Derechos a la Tierra, organizado por el Centro 
de Documentación Mujer y Género, Universidad Nacional de Colombia, 30 de julio de 1997, 
Bogotá. 

31 Entrevista con María Emma Prada, presidenta de la Anmucic, 12 de junio de 1998, Bogotá. 
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CUADRO 6.2 
BENEFICIARIOS/AS DE LA LEY 160, ADJUDICACIONES DURANTE 1995-1998, COLOMBIA 

Modal idad Mujeres Hombres Parejas Total de 
beneficiarías beneficiarios beneficiarías beneficiarios 

1995 

Con base en el mercado 

Intervención directa 

Total 

170 
(17.8%) 

626 
(19.5%) 

7% 
(19.1%) 

704 
(73.6%) 

1.928 
(60.0%) 

2.632 
(63.1%) 

83 
(8.7%) 

661 
(20.5%) 

744 
(17.8%) 

957 
(100%) 

3.215 
(100%) 

4.172 
(100%) 

1996 

Con base en el mercado 

Intervención directa 

Total 

Tamaño promedio (has) 

743 
(15.3%) 

202 
(12.2%) 

945 
(14.5%) 

13.8 

1.094 
(22.6%) 

455 
(27.6%) 

1.549 
(23.9%) 

21.2 

3.007 
(62.1%) 

993 
(60.2%) 

4.000 
(61.6%) 

16.4 

4.844 
(100%) 

1.650 
(100%) 

6.494 
(100%) 

17.2 

1997 

Con base en el mercado 

Intervención directa 

Total 

Tamaño promedio (has.) 

273 
(7.9%) 

212 
(11.3%) 

485 
(9.0%) 

120 
(3.5%) 

624 
(33.0%) 

744 
(14.0%) 

3.064 
(88.6%) 

1.054 
(55.7%) 

4.118 
(77.0%) 

3.457 
(100%) 

1.890 
(100%) 

5.347 
(100%) 

12.1 11.8 13.1 12.8 

1998 

Con base en el mercado 

Intervención directa 

Total 

Tamaño promedio (has.) 

94 
(7.4%) 

9 
(11.1%) 

103 
(7.6%) 

14.9 

198 
(15.5%) 

— 

198 
(14.6%) 

11.7 

986 
(77.2%) 

72 
(88.9%) 

1.058 
(77.8%) 

15.5 

1.278 
(100%) 

81 
(100%) 

1.359 
(100%) 

14.9 

(Continúa) 
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(Continuación Cuadro 6.2) 

Modalidad 

Con base en el mercado 

Intervención directa 

Total 

Mujeres 
beneficiarías 

1.280 
(12.1%) 

1.049 
(15.3%) 

2.329 
(13.4%) 

Hombres 
beneficiarios 

Parejas 
beneficiarías 

Total 1995-1998 

2.116 
(20.1%) 

3.007 
(44.0%) 

5.123 
(29.5%) 

7.140 
(67.8%) 

2.780 
(40.7%) 

9.920 
(57.1%) 

Total de 
beneficiarios 

10.536 
(100%) 

6.836 
(100%) 

17.372 
(100%) 

Fuente: Información suministrada a las autoras por la Oficina de Planeación y las Oficinas Regio­
nales, Subgerencia de Ordenamiento Social, Incora, septiembre de 1999. 
Nota: En 1996, el total de las 21 oficinas regionales adscritas a este programa reportó datos sobre el 
mercado de tierras desagregados por sexo; 13 de 16 oficinas regionales reportaron datos sobre 
intervención directa en esta modalidad. En 1997, el total de las 24 oficinas regionales reportó datos 
sobre el mercado de tierras, y 12 de 15 oficinas regionales adscritas a estos programas reportaron 
datos sobre intervención directa. En 1998, las cifras correspondientes fueron 19 de 24 y 6 de 6, 
respectivamente. 

este lapso, las mujeres representaron el 13 por ciento de las adjudicacio­
nes, cifra sólo ligeramente superior al dato histórico del 11 por ciento. 
Esto hace pensar que se está prestando atención a la demanda de tierra 
por parte de jefas de hogar y quizás también por parte de otras mujeres 
solas32, aunque se ha asignado mayor prioridad a la adjudicación conjun­
ta de tierra a las parejas. No han surgido tendencias significativas en la 
cantidad promedio de tierra adjudicada a hombres y mujeres, o a indivi­
duos en comparación con parejas. En términos de cómo fue adquirida la 
tierra, como se aprecia en el cuadro 6.2, a partir de 1995 la mayor parte de 
los beneficiarios adquirió tierras a través de transacciones con base en el 
mercado asistido, más que por medio de compras por el Incora. También 
es importante observar la marcada disminución en el número de benefi­
ciarios en 1998, lo cual no augura nada bueno para el programa de distri­
bución de tierras33. 

32 Vale la pena observar que incluso la Anmucic no es clara sobre la disposición que cobija como 
beneficiarías a las mujeres solteras (y no sólo a las jefas de hogar) que sufren de falta de 
protección, por lo cual le ha prestado escasa atención. Su prioridad sigue siendo garantizar 
derechos a la tierra a hogares con jefatura femenina y otorgar la titulación conjunta a parejas. 
Entrevista grupal con el cuerpo directivo de la Anmucic, 1 de agosto de 1997, Bogotá. 

33 En el segundo semestre de 1999, se presentó al Congreso una nueva ley de reforma, respaldada 
por las principales organizaciones nacionales de campesinos e indígenas (incluida la Anmucic) 
y por los sindicatos de trabajadores estatales del sector agrícola, Esta ley tiene como objeto 
poner fin al programa asistido por el mercado y volver a concentrar los esfuerzos del Incora en 
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El caso colombiano ilustra la manera en que una coalición entre agen­
tes estatales y una organización nacional fuerte de mujeres campesinas 
logró presionar a los legisladores para reflejar la igualdad de género en la 
redacción de las nuevas leyes sobre reforma agraria. Este éxito tuvo mu­
cho que ver con el momento político y con la existencia de una coalición 
que busca profundizar el proceso de la reforma agraria y ampliar las cate­
gorías de beneficiarios. El caso colombiano también ilustra cuan difícil 
resulta llevar a la práctica los cambios que favorecen nuevas relaciones de 
género. A estos cambios se opusieron los funcionarios estatales encarga­
dos de implementar la reforma; los líderes rurales varones, y a veces los 
mismos campesinos y campesinas. Pese a que la Anmucic contaba con 
representación en las comisiones nacionales, regionales y locales encar­
gadas de escoger a los beneficiarios, se requirió un esfuerzo concertado 
de conscientización para lograr que los funcionarios del Incora aplicaran 
la ley, casi diez años después que la adjudicación conjunta se convirtiera 
en norma en la práctica. Al mismo tiempo, al asignar prioridad a las jefas 
de hogar en detrimento de las mujeres solteras afectadas por la violencia, 
la Anmucic dejó pasar una oportunidad valiosa para impulsar la titula­
ción individual a mujeres no necesariamente madres, lo que habría signi­
ficado hacer uso de la parte más innovadora de la ley en términos de 
equidad de género. 

Costa Rica: la ley para promover la igualdad social de la mujer 

Los cambios progresistas con relación al género en el programa de dis­
tribución de tierras de Costa Rica se deben a una legislación de discri­
minación positiva diseñada para poner fin a la discriminación a la cual 
tradicionalmente han estado sometidas las mujeres. La Ley para Promo­
ver la Igualdad Social de la Mujer de 1990, promulgada a fines de la admi­
nistración Arias, estableció que la tierra y la vivienda debían considerarse 
propiedad familiar, concediendo a ambos cónyuges derechos iguales de 
propiedad34. La ley también reconoció por primera vez las uniones de 

(Continuación Nota 33) 
la expropiación de tierras, fortaleciendo con ello el instituto. Conserva los principales cambios 
progresistas con relación al género arriba mencionado, salvo por la disposición que estípula que 
a las mujeres solteras en condiciones de falta de protección se les debe conceder prioridad en la 
adjudicación de tierras. La nueva disposición otorga prioridad a las "jefas de hogar víctimas de 
la violencia o en condiciones de desprotección social". Artículo 52, en "Proyecto de Ley Núme­
ro 183 de 1999 Cámara", Gaceta del Congreso, No. 480, 29 de noviembre de 1999. 

34 Para una breve historia sobre esta ley y sus varias versiones antes de ser finalmente aprobada, 
véase Ansorena (1997). Los aspectos más controvertidos del Proyecto de Ley para Promover la 
Igualdad Real de la Mujer, como se le conoció inicialmente, fueron el establecimiento de un 
sistema de cuotas para candidatas mujeres en las legislaturas municipal y nacional, y una 
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hecho y privilegió a las mujeres en esta situación al darles títulos sobre 
propiedades distribuidas por el Estado (Guzmán 1991: 199,208; Campillo 
1995: 360-1). Esta pieza de legislación de carácter histórico hizo obligato­
ria la titulación conjunta de tierras o viviendas distribuidas a través de 
programas estatales en el caso de las parejas casadas, pero en las uniones 
de hecho dicha propiedad debía ser titulada exclusivamente a nombre de 
la mujer. Según el artículo 7: "Toda propiedad inmueble otorgada me­
diante programas de desarrollo social deberá inscribirse a nombre de ambos 
cónyuges, en caso de matrimonio, a nombre de la mujer, en caso de unión 
de hecho, y a nombre del beneficiado en cualquier otro caso, ya se trate 
de hombre o de mujer" (CMF 1994: 8). 

Esta fue la primera vez en América Latina que la legislación estipulaba 
una medida proactiva tendiente a poner fin a la discriminación. Se le de­
fendió con base en la desprotección que tradicionalmente han sufrido las 
mujeres en uniones de hecho, y en la importancia de dotar al núcleo fami­
liar de continuidad, estabilidad y cohesión: "La sociedad y el ordenamien­
to jurídico no reconocen derecho alguno a la mujer conviviente. Equilibrar 
una relación tan desigual en la pareja necesita medidas fuertes... la ley qui­
so dar protección a la mujer para asegurarles a los hijos la continuidad y 
permanencia de una vivienda o parcela" (Medina, Sagot y Carcedo, 1992, 
42). Uno de los factores que impulsaron la promulgación de esta ley fue la 
adhesión de Costa Rica a la Convención de las Naciones Unidas sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. Sus 
defensores argumentaron que, para lograr la equidad, la discriminación 
histórica contra la mujer se debía revertir directamente, dando a las ma­
dres solteras, en este caso, una ventaja sobre sus compañeros {ibid.). El 
artículo 7 fue en gran parte resultado de las demandas organizadas de las 
mujeres urbanas, presentadas a través de las ONG y del Centro Nacional de 
Desarrollo de la Mujer y la Familia (CMF). Aunque tendría repercusiones 
muy importantes para la mujer del campo, las organizaciones de mujeres 
rurales -que en ese momento consistían básicamente de grupos a nivel lo­
cal- desempeñaron un papel mínimo en su formulación y su aprobación. 

Desde los años ochenta, las mujeres pobres de las ciudades estaban 
organizando Comités de Vivienda para presionar un aumento en los sub­
sidios estatales para la construcción de vivienda urbana. Plantearon el 
tema de la discriminación que sufrían debido a que, en la práctica, estas 
viviendas subsidiadas se titulaban a nombre del jefe de hogar varón. Ar­
gumentaban que si una pareja se separaba, eran la mujer y sus hijos quie-

(Continuación Nota 34) 
medida que exigía la instalación de guarderías diurnas en las empresas privadas. Aunque ambas 
medidas se eliminaron en la versión definitiva de la ley, parece que las medidas referentes a la 
propiedad no causaron mayores controversias. 
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nes terminarían sin hogar, pues éste estaba registrado a nombre del va­
rón, quien por lo general se quedaba con él. Además, como la propiedad 
estaba registrada a su nombre, muchas veces el hombre conseguía un 
préstamo colocando la vivienda como garantía sin el consentimiento de 
su coinpcinGrs, o incluso J.3 Vtn.v_i.ici 3. csüSiv-icis suvcis. v /̂tro motivo -̂*.c prco-
cupación era que los compañeros a veces dejaban de pagar las cuotas 
mensuales de las hipotecas estatales y terminaban perdiendo la vivienda. 
Señalaban que las mujeres eran mucho más responsables, y que si las 
viviendas estaban registradas a nombre suyo, harían hasta lo imposible 
para asegurarse de que sus hijos no quedaran desprovistos de hogar {ibid.; 
Sagot 1997; Blanco 1997: 51). 

La ONG feminista Cefémina desempeñó un papel crucial en la articula­
ción de estas preocupaciones de las mujeres urbanas. A ella se unieron las 
feministas del CMF cuyo mandato era buscar la formulación y coordinación 
de políticas públicas tendientes a frenar la discriminación contra la mujer. 
Cefémina y el CMF encontraron un sólido apoyo para esta iniciativa en la 
Oficina de la Primera Dama. Margarita de Arias había desempeñado un 
papel activo en la promoción internacional de los temas de mujeres, inclui­
da la iniciativa de las primeras damas que condujo a la Declaración de 
Ginebra de 1992 sobre el mejoramiento de la posición de la mujer campesi­
na. Fue en gran parte gracias a su insistencia que la iniciativa de vivienda 
urbana terminó aplicándose en todos los programas estatales referentes a 
la distribución de la propiedad, incluida la reforma agraria. 

Según parece los funcionarios de la reforma agraria tomaron muy en 
serio el artículo 7 de la ley, porque comenzaron a adjudicar tierra a las 
mujeres, sin importar que hubieren sido ellas o no quienes llenaron una 
solicitud de tierra (Madden 1992: 80). Según un documento interno del 
instituto de reforma agraria: "El IDA en aplicación de la normativa toma 
en consideración -en el proceso de selección de beneficiarios- el estado 
civil de la persona que llena la solicitud. En caso de que la mujer estuviera 
en unión de hecho, le corresponde la adjudicación de la parcela, aunque 
el solicitante haya sido su compañero; es definida como modalidad indi­
recta" (Villalobos 1993: 6). 

Como resultado del artículo 7, en 1990 las mujeres representaron el 
38.7 del total de personas a quienes el IDA adjudicó parcelas. Como mues­
tra el cuadro 6.3, esto significa un aumento considerable en comparación 
con el porcentaje de beneficiarías femeninas en el período 1986-89, cuan­
do sumaron en promedio apenas el 13.2 por ciento. Durante los siguien­
tes dos años se siguió favoreciendo a las mujeres en la adjudicación de 
parcelas, pues sumaron el 65 por ciento de quienes recibieron tierra en 
1992, y 45 por ciento a lo largo del período de tres años en el que se aplicó 
esta disposición. 

http://Vtn.v_i.ici
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CUADRO 6.3 
ADJUDICACIÓN DE TIERRAS POR EL IDA, DESAGREGADA POR SEXO, 1986-1992, 
COSTA RICA 

Año 

1986 

1987 

1988 

1989 

Subtotal 

1990 

1991 

1992 

Subtotal 

Hombres 

579 (91.2%) 

1.172 (88.0%) 

1.297 (81.1%) 

1.079 (90.7%) 

4.126 (86.8%) 

490 (61.3%) 

170 (60.3%) 

104 (35.0%) 

764 (55.4%) 

Mujeres 

56 (8.8%) 

161 (12.0%) 

303 (18.9%) 

110 (9.3%) 

630(13.2%) 

309 (38.7%) 

112 (39.7%) 

194 (65.0%) 

615 (44.6%) 

Total 

635 (100%) 

1.333 (100%) 

1.600 (100%) 

1.189 (100%) 

4.757 (100%) 

799 (100%) 

282 (100%) 

298 (100%) 

1.379 (100%) 

Fuente: Compilado por las autoras a partir de datos suministrados por la Junta Directiva del 
Instituto de Desarrollo Agrario, octubre de 1997. 

Sin embargo, la aplicación de la ley generó confusión en las zonas 
rurales. Las mujeres campesinas no habían participado en su formula­
ción y la legislación las tomó por sorpresa, e incluso temieron algunas de 
sus consecuencias: "Muchos hombres empezaron a culpar a las muje­
res... para ellas esto les ponía problemas porque el marido les estaba re­
clamando, ¿por qué a nombre de ella?... las mujeres decían, 'yo no quiero 
que lo inscriban a nombre mío', era mucha responsabilidad que de pron­
to se les venía encima, sin tener ninguna información, ningún respaldo... 
No para todas las mujeres pero creo que para algunas hubo miedo, por­
que el asunto les vino sin saber de dónde venía..."35. No obstante, otras 
mujeres campesinas reconocieron de inmediato la importancia que re­
vestía el artículo 7: "Esto de la ley es para el bien de los dos; si estuviera 
sólo a nombre de él, él podría venderla e irse, y yo quedar con mis hijos 
rodando y pasando calamidades... De alguna manera es como una pro­
tección en el caso de que le salgan hombres borrachos y que les pegan a 
las mujeres, porque si aquél decide irse, la mujer puede seguir trabajando 
la parcela" (en Chiriboga et al. 1996: 99-100). 

La constitucionalidad del artículo 7 pronto fue impugnada por un 
grupo de campesinos varones del asentamiento de Huetares, en Río Frío36. 

35 Intervención de una promotora rural en el seminario Género y Derecho a la Tierra organizado 
por la Fundación Arias para las autoras, 20 de enero de 1998, San José. 

36 Este caso está reportado en Voto No. 0346-94, No. 1237-90 del Boletín Judicial, 1994: 2-3. Nuestro 
análisis también se basa en entrevistas con el juez Ricardo Zeledón y la abogada Magda Díaz, 
Corte Suprema de Justicia, 19 de enero de 1998, San José. 
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Habían solicitado tierra al IDA y esperaban que se les adjudicara a nombre 
suyo. Cuando se dieron cuenta de que la tierra iba a ser adjudicada a 
nombre de sus compañeras, demandaron al presidente del IDA. Adujeron 
que el artículo 7 era inconstitucional, pues violaba el artículo 33 de la 
Constitución, que establecía que "todos ios hombres son iguales ante la 
ley" y que prohibía la discriminación "contra la dignidad humana"37. Los 
hombres de Río Frío alegaban que llevaban doce años participando en 
tomas de tierras en esta región y que sus compañeras nunca habían inter­
venido en ellas. Por consiguiente, decían que el artículo 7 también era 
una clara violación del artículo 34 de la Constitución, que establecía que 
"a ninguna ley se le dará efecto retroactivo en preferencia de persona 
alguna de sus derechos patrimoniales adquiridos, o situaciones jurídicas 
consolidadas". El IDA respondió a esta última demanda diciendo que como 
la distribución de la tierra era un programa social, era socialmente justo 
redistribuir tierra a un grupo familiar, o a través de la titulación conjunta. 
Sin embargo, tuvo que admitir que podía existir discriminación en la ad­
judicación de tierra únicamente a las mujeres en casos de uniones de 
hecho. 

El pleito se llevó ante la Corte Suprema, que concluyó que la exclu­
sión de los hombres de la adjudicación y titulación en el caso de las unio­
nes de hecho era inconstitucional, no obstante la desprotección a la cual 
habían estado sujetas las mujeres que vivían en este tipo de unión. Ade­
más, a su juicio, si se acepta el principio de la discriminación positiva a 
favor de las mujeres en uniones de hecho, se está aceptando la premisa 
de que los hombres que viven en este tipo de uniones siempre abando­
nan a sus compañeras. Incluso si este fuera usualmente el caso, se dijo, 
no justifica la exclusión de los hombres de la adjudicación y titulación de 
tierras con base en su sexo. Así pues, la Corte Suprema falló la demanda 
a favor de los hombres y las subsiguientes adjudicaciones de tierra a las 
parejas que vivían en uniones de hecho debían efectuarse y titularse a 
nombre de ambos. El IDA siguió adjudicando tierra a mujeres en uniones 
de hecho durante 1992; luego, como resultado de esta demanda, dejó de 
adjudicar tierras a parejas que vivían en uniones de hecho. La titulación 
conjunta a estas uniones comenzó apenas en 199438. 

37 Obsérvese que la discriminación está prohibida en un artículo constitucional claramente redac­
tado en lenguaje sexista, en el que se considera que los hombres son la raza humana. Este 
artículo constitucional se modificó en 1998; ahora "todas las personas son iguales ante la ley". 
Correo electrónico enviado a las autoras por Ana Isabel García, 30 de agosto, 1999. 

38 Entrevista con Judith Vísquez, Lorena Villalobos, Vicky Arroyo y Carmen Rodríguez, IDA, 19 de 
enero de 1998, San José. Lamentablemente, el IDA todavía no ha sistematizado los datos recopi­
lados de acuerdo con el sexo, y no hay información desagregada para años más recientes. 
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La posibilidad de que el artículo 7 aumente de manera significativa la 
propiedad femenina de la tierra en Costa Rica depende de varios facto­
res. En primer lugar, no se sabe con exactitud cuánta tierra hay disponi­
ble para redistribución, ni si existe la voluntad política necesaria para 
emprender una redistribución significativa. Teniendo en cuenta el actual 
modelo neoliberal -que favorece la eficiencia económica por encima de la 
justicia social-, es dudoso que se incluya pronto en la agenda una 
redistribución a fondo de la tierra. En segundo lugar, desde 1987 el presu­
puesto para adquisición de tierras del IDA se ha reducido notoriamente, 
lo que ha llevado a una disminución en el ritmo de adjudicación de par­
celas. Mientras entre 1986 y 1989 el IDA adjudicó tierra a un promedio 
anual de 1.189 beneficiarios, una vez promulgada la Ley para Promover 
la Igualdad Social de la Mujer, entre 1990 y 1992, sólo hubo 460 adjudica­
ciones por año (véase el cuadro 6.3). Las implicaciones de estos datos son 
que los derechos de la mujer a la tierra se están reconociendo sólo cuan­
do la distribución de parcelas se está reduciendo al mínimo, lo cual dis­
minuye notoriamente el potencial redistributivo de la ley. 

Un informe presentado en 1996 por la coordinadora de la Oficina para 
la Mujer del IDA refleja un panorama bastante pesimista en cuanto a que 
gran cantidad de mujeres obtengan acceso a la tierra (Vísquez Astorga 
1996). Además de los factores arriba mencionados, señala que pocas mu­
jeres campesinas conocen sus derechos y casi nunca solicitan tierra, he­
cho que ella atribuye a que no se ven a sí mismas como agricultoras. 
Además, pese a los numerosos cursos de capacitación respecto al género 
que se han impartido, los funcionarios gubernamentales del sector agrí­
cola no valoran a las mujeres como productoras agrícolas. Así pues, aun­
que el IDA está aplicando la ley en lo que atañe a la titulación conjunta, la 
institución lo hace "de manera formal, por lo cual en realidad no plantea 
ninguna diferencia en términos del control de la mujer sobre la tierra" 
{ibid.: 5). No obstante, varios estudios sugieren que la mujer campesina sí 
desea ser propietaria y que su demanda de tierra sigue siendo en su ma­
yor parte insatisfecha. De las mujeres que solicitaron tierra al IDA en 1991, 
sólo al 28 por ciento se le adjudicaron parcelas; la cifra correspondiente a 
los hombres fue del 68% (CMF 1997: 19). Un diagnóstico de las organiza­
ciones de mujeres rurales reveló que, de los 176 grupos entrevistados, en 
una tercera parte requerían acceso a la tierra para desarrollar proyectos 
productivos. Este estudio concluyó que "el elevado número de grupos 
que tiene necesidad de tierra muestra que las políticas de asignación de 
tierras existentes han sido insuficientes para satisfacer la demanda de las 
organizaciones de mujeres" (Fundación Arias, 1997a: 47). 

Hasta hace poco, las mujeres rurales no habían tenido voz nacional. 
Si bien los campesinos varones tienen un largo historial de lucha y orga-
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nización (Román 1994), apenas en 1996 se creó una organización nacional 
de mujeres campesinas. Hasta entonces, sólo había organizaciones de 
mujeres rurales a escala local, y éstas por lo general se organizaban en 
torno a proyectos de generación de ingresos para mujeres39. La Asocia­
ción Nacional de Mujeres Productoras Rurales de Costa Rica se fundó en 
1996 como resultado de la primera reunión de Mujeres Campesinas en 
Agricultura Orgánica, auspiciada por la Oficina de la Primera Dama y la 
FAO. Entre sus actividades, la asociación ha procurado promover la 
conscientización de las mujeres con respecto a su derecho a la tierra. 
Según la presidenta, las mujeres "hemos sido ignoradas a la hora de la 
repartición de la tierra". Además, no conocen sus derechos a la propie­
dad de acuerdo con el Código Civil y las leyes de herencia. Como ella 
misma confiesa, "yo no me daba cuenta de que yo también era dueña de 
mi parcela. No puedo tener crédito porque la parcela está a nombre de él 
[marido]"40. 

Una de las primeras actividades de la asociación fue participar, bajo la 
coordinación del CMF y el Ministerio de Agricultura, en el desarrollo de 
un plan nacional para productoras rurales, el Piomhicito (CMF 1997: 19-
22). Uno de sus seis temas es la igualdad de acceso a la tierra y el control 
sobre ésta. Se recomendaron varias acciones muy concretas con respecto 
a la reforma agraria, entre ellas una revaluación total, con mirada de gé­
nero, de las reglamentaciones e instrumentos utilizados para seleccionar 
a los beneficiarios, y una evaluación de la información, la asesoría legal y 
la capacitación a disposición de la mujer rural en lo referente a los progra­
mas de distribución de tierra del IDA. Además, se fijó la meta específica de 
cumplir todos los requerimientos de tierra o titulación presentados por 
mujeres que califican para los programas del IDA, como un medio para 
compensar por la discriminación contra la mujer en los años anteriores. 

Infortunadamente, en este período hubo un cambio de gobierno y 
bajo la administración Calderón la implementación tanto del Piomh como 
del Piomhicito ha sido de baja prioridad41. Por ejemplo, no se han hecho 
esfuerzos por mejorar los procedimientos de recolección de datos del IDA 

39 En la más reciente iniciativa del IDA, se percibe el marcado sesgo que existe en Costa Rica hacia 
proyectos de generación de ingresos y otros microproyectos para las mujeres. A fin de abordar 
el número creciente de niños y hogares con jefatura femenina en los asentamientos, empren­
dió un programa cuyo fin es la adjudicación de pequeñas parcelas para vivienda y huertos 
familiares. Entre 1996 y 1998, unas 2.695 personas resultaron beneficiadas por este programa y 
recibieron, en promedio, 0.18 hectáreas de tierra; muchos de los beneficiarios fueron jefas de 
hogar. Entrevista con Vicky Arroyo, Oficina de Huertos Familiares, IDA, 19 de enero de 1998, 
San José. 

40 Entrevista con Liliana Mendoza, presidenta de la Asociación Nacional de Mujeres Productoras 
Rurales de Costa Rica, 20 de enero de 1998, San José. 

41 Entrevista con Ana Isabel García, ex directora del CMF, 21 de febrero de 1999, San José. 



LA LUCHA POR LOS DERECHOS DE LA MUJER A LA TIERRA 255 

con relación al sexo de quienes solicitan tierra o servicios de titulación de 
ésta, lo que hace pensar que no se están teniendo en cuenta los objetivos 
del Piomhicito42. Además, la asociación de mujeres campesinas, que se 
creó bajo los auspicios del gobierno anterior, perdió el apoyo oficial, lo 
cual ha debilitado tanto su perfil como su mayor consolidación. Además, 
casi no existe cooperación entre el movimiento de mujeres y el Estado, y 
por el momento el progreso hacia la equidad de género en Costa Rica se 
halla estancado. 

Nicaragua: lo que puede hacer una presidenta con aliadas feministas 

La titulación conjunta o mancomunada de la tierra ha sido una demanda 
de la División de Mujeres de la UNAG desde fines de los años ochenta, 
pero sólo después de la elección de la presidenta Violeta Barrios de 
Chamorro en 1990 -y la consolidación del movimiento feminista y de 
mujeres en Nicaragua- se presentaron las condiciones para la adopción 
de prácticas más equitativas en la distribución y titulación de la tierra. 
Desde mediados de los años ochenta, grupos cada vez más numerosos de 
mujeres comenzaron a criticar la Asociación de Mujeres 'Luisa Amanda 
Espinoza' (Amlae), la organización de masas sandinista para mujeres, su­
brayando la necesidad de democratizar su estructura y de que la organiza­
ción abordara directamente los temas feministas. Sin embargo, fue preciso 
esperar hasta la derrota del FSLN en las elecciones de febrero de 1990 y la 
finalización de la guerra civil para que se creara un espacio para el desa­
rrollo de un movimiento autónomo de mujeres (Stephen 1997: 60-1)43. 

42 El Plan para la Igualdad de Oportunidades para la Mujer Rural incluía un amplio programa de 
monitoreo. El gobierno cumplió formalmente con este programa y en el caso del IDA informó 
que se estaba progresando en varios de sus objetivos (CMF 1998). Sin embargo, el IDA se negó a 
divulgar datos que respaldaran esta afirmación. A petición nuestra, el Instituto Interamericano 
para la Cooperación Agrícola (IICA) incluso asignó fondos para ayudarle al IDA en la recopila­
ción de datos desagregados por sexo, pero sin éxito. 

43 El primer Encuentro de Mujeres, al que asistieron unas ochocientas mujeres, se celebró en 
enero de 1992. Se crearon varias redes, centradas en temas específicos como la salud y la 
violencia contra la mujer, pero no hubo consenso sobre si debía crearse una nueva organización 
nacional autónoma de mujeres. Varios meses después, se creó el Comité Feminista Nacional, 
compuesto por unos veinticinco colectivos y grupos de mujeres que querían fundar un movi­
miento feminista autónomo, y en octubre de ese año celebraron el Primer Encuentro Feminista 
Nacional, seguido por el Primer Encuentro Feminista Centroamericano. Aunque el Comité 
Feminista Nacional se desintegró en 1993, una buena parte de sus miembros siguió participan­
do activamente en la organización regional Corriente Feminista Centroamericana. Las inte­
grantes de Corriente en la región desempeñaron un papel importante en la preparación de las 
plataformas de sus respectivos países para la Conferencia Mundial de Población y Desarrollo, 
celebrada en El Cairo en 1994, y la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, realizada en Beijing 
en 1995 (Stephen 1997: 61-2). Se considera que "el movimiento de mujeres ha obtenido más 
autonomía en los años noventa" (Asociación 1996: 15). 
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Con respecto a la mujer rural, "el trabajo con la mujer en el área rural ha 
sido básicamente movido por mujeres vinculadas al Frente Sandinista... 
no podemos negar la historia ni obviarla... posteriormente otras mujeres 
de otras fuerzas políticas... se han venido sumando a ese movimiento que 
cada día yo io siento mucho más fuerte. Hoy creo que el movimiento de 
mujeres en el área rural es de las expresiones del movimiento de mujeres 
más fuertes"44. 

La participación de la mujer campesina en la UNAG ha seguido cre­
ciendo, alcanzando 17.000 miembros a mediados de los años noventa45. 
Desde su primer congreso en 1989, la División de Mujeres de la UNAG ha 
demandado la titulación conjunta de tierra a parejas y prioridad en la 
asignación y titulación de parcelas a jefas de hogar (UNAG 1993). Según 
Marta Valle, líder de la UNAG, "con el año noventa el movimiento de 
mujeres toma un mayor auge y se da cuenta de que la tierra no había sido 
repartida igualmente y que estábamos en desventaja con la cuestión de la 
propiedad. Se nos mueve el piso con los problemas de la propiedad de las 
mujeres. No tenemos nada. Nos damos cuenta de que no tenemos acceso 
ni control sobre los recursos que hay... Creo que es un trabajo del movi­
miento de mujeres el hecho de que por lo menos se esté pensando en la 
titulación conjunta o a favor solamente de las mujeres"46. 

El movimiento de mujeres trabajó estrechamente con el Instituto Ni­
caragüense de la Mujer (INIM), que había sido creado en 1983 con otro 
nombre, para promover temas de género entre las mujeres de la dirigencia 
de la Unión Nacional Opositora (UNO), incluida la presidenta Violeta Ba­
rrios de Chamorro. La presidenta abordó los temas de género con tanta 
seriedad que realizó una convivencia de dos días con todos sus ministros 
y sus cónyuges para discutir la incorporación del género en la política 
estatal. Este paso tan inusual refleja la fortaleza y la unidad que alcanzó el 
movimiento de mujeres en Nicaragua después de 199047. El INIM también 
se vio fortalecido en 1993 con una nueva legislación que le otorgaba ma­
yor autonomía y con la creación de una junta asesora con miembros de 
todas las ramas del gobierno y de la sociedad civil. Además, se creó la 
Comisión Mujer y Desarrollo Rural (Cmydr), presidido por INIM y con 
representantes del INRA y del Ministerio de Agricultura y Ganadería, en­
tre otros, para promover la integración de la mujer rural al desarrollo y 
darle acceso a recursos productivos (INIM 1996: 3, 5). 

44 Entrevista con Josefina Ramos, juez de la Corte Suprema, 22 de enero de 1998, Managua. 
45 Entrevista con Marta E. Valle, representante de la UNAG al Congreso Nacional, y con Matilde 

Rocha, División de Mujeres de la UNAG, 23 de enero de 1998, Managua. 
46 Intervención en el seminario Género y Derechos de Propiedad, organizado para las autoras por 

la Fundación Arias, Ciprés y Conade, 23 de enero de 1998. 
47 Entrevista con Malena de Montis, directora de Cenzotle, 29 de enero de 1997, Managua. 
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Al mismo tiempo, una de las prioridades del gobierno Chamorro fue 
fortalecer el marco legal de la reforma agraria mediante un esfuerzo ma­
sivo de titulación de tierras. Se calculó que aproximadamente el 60 por 
ciento de la propiedad en el sector reformado se caracterizaba por pro­
blemas de titulación, y ésta siguió siendo una importante fuente de ines­
tabilidad en las zonas rurales (INIM 1993:6). Así pues, con financiación del 
Banco Mundial, se inició en 1993 el Programa Nacional de Catastro, Titu­
lación y Regularización de la Propiedad (Pnctr). Este programa tenía la 
responsabilidad de llevar a cabo un catastro rural y modernizar el regis­
tro nacional de tierras, que era muy ineficiente, y de regularizar la situa­
ción de los beneficiarios de la reforma agraria sandinista y la de los ex 
combatientes a quienes se había dado tierra (INRA-INIM 1996: 16). 

En octubre de 1993, el Cmydr celebró la primera conferencia nacional 
sobre la mujer y la tenencia de la tierra, con la meta explícita de sensibili­
zar a los funcionarios del INRA sobre la importancia de incluir a las muje­
res entre las beneficiarías del programa de titulación de tierras. Se 
argumentó que la titulación conjunta promovería la estabilidad de la fa­
milia rural y que era más probable que los hombres, y no las mujeres, 
vendieran la tierra, por lo cual "esto va a venir un poco como amarrar y 
poner en una mejor posición a la mujer a la hora de la negociación de 
ésta"48. También se hizo la observación sobre la alta proporción de jefas de 
hogar en las zonas rurales, 18.8 por ciento en 1992 (Valdés y Gomáriz 
1997: 33). En la conferencia, la presidenta Chamorro instruyó al INRA para 
que diera prelación a la titulación mancomunada de la tierra distribuida 
bajo la reforma agraria y promoviera la titulación de hogares con jefatura 
femenina (INIM 1996: 5). Como dijo una funcionaría del INRA, "bajó como 
un mandato... sin ninguna capacitación a los técnicos, de hacer que esos 
títulos salieran para hombres y mujeres. La sustentación que nos dio en 
ese momento era que había que proteger a los hijos, a la mujer, a la fami­
lia. Cuando el hombre era el dueño de la tierra lo que pasaba era que la 
mujer y los hijos quedaban desprotegidos. El con otras uniones se llevaba 
la tierra y dejaba desprotegidos a los hijos y a la mujer... Después vino 
una cuestión más institucionalizada, más organizada, en la que se dieron 
capacitaciones más fuertes sobre género a los técnicos"49. 

La División de Mujeres de la UNAG sabía que los cambios legales por 
sí solos no bastaban para garantizar los derechos de la mujer a la tierra. 
En su cuarto congreso, celebrado en 1993, adoptó la siguiente resolución: 
"La mujer debe iniciar beligerante un proceso de persuasión en el hom-

48 Intervención de Patricia Hernández, INRA, en el seminario Género y Derechos de Propiedad, 
op. cit. 

49 Intervención en el seminario Género y Derechos de Propiedad, op. cit. 
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bre para conseguir la titulación que le permita ser copropietaria" (UNAG 
1993: 22). La titulación conjunta de tierra a parejas (matrimonios formales 
o uniones de hecho) se oficializó mediante la Ley No. 209 de diciembre 
de 1995. La legislación se hizo retroactiva de manera que cubriera a todas 
las personas a quienes se adjudicó tierra de conformidad con los pro­
gramas de la reforma agraria"50. Ese mismo año el Pnctr, dotado de 
financiación externa, comenzó a impartir cursos de capacitación sobre 
sensibilidad al género no sólo a sus funcionarios, sino también a los cam­
pesinos que exigían acceso a la tierra o la legalización de sus parcelas 
(INRA-INIM 1996: 17). 

En términos de resultados, entre septiembre de 1992 y diciembre de 
1996 las mujeres representaron el 25.5 por ciento de las 37.613 personas 
que se beneficiaron con el programa de titulación de tierras del gobierno 
de Chamorro, como se aprecia en el cuadro 6.4. Aunque el ritmo de la 
titulación se redujo en 1997 y 1998 durante el gobierno de Alemán, las 
políticas con perspectiva de género siguieron vigentes y en esos años las 
mujeres representaron el 41-42 por ciento de los beneficiarios directos, 
continuando así la tendencia. En síntesis, durante el período en el que 
se aplicaron políticas con perspectiva de género (1994-98), las mujeres 
representaron el 31 por ciento de los beneficiarios. Si esta cifra se compa­
ra con los datos sobre beneficiarios de la reforma agraria en los años ochen­
ta -cuando las mujeres representaron el 10 por ciento (INRA-INIM 1996:10)-, 
es evidente que se han realizado cambios significativos a favor de la equi­
dad de género. 

En lo que respecta a la forma de titulación, durante el período 1992-
1996 el 25 por ciento de los títulos se expidió a individuos; el 60 por ciento 
correspondió a titulaciones conjuntas; y el 16 por ciento fueron títulos 
colectivos expedidos a cooperativas51. A las mujeres les fue relativamente 
mejor en la titulación individual, pues representaron el 40 por ciento de 
los 8.745 beneficiados, en comparación con el 17 por ciento de los 5.666 
miembros de cooperativas a quienes se expidieron títulos colectivos. En 
términos de la titulación conjunta, parece que esta modalidad tendió a 
favorecer la titulación conjunta de hombres, como padres e hijos, más 
que a parejas, pues las mujeres representaron sólo el 21 por ciento de los 
21.134 beneficiarios de la titulación mancomunada. Aunque la titulación 
conjunta de parejas se había discutido con los funcionarios locales del 
INRA, la noción de mancomunado no se entendió muy bien. "Se dio por 

50 Entrevista con la investigadora Lea Montes, Nitlapán, 31 de enero de 1997, Managua. 
51 Los datos desagregados sólo están disponibles para los 22.096 títulos expedidos a 35.545 indivi­

duos al 4 de noviembre de 1996, por lo cual las cifras absolutas difieren de las que figuran en el 
cuadro 6.5, que se basan en las actividades de titulación al 20 de diciembre de 1996. 
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entendido a nivel central que era hombre y mujer, pero mancomunado 
puede ser pareja o puede ser dos, mancomunado significa dos estamos 
amarrados, dos pueden ser dos hombres, dos pueden ser dos mujeres o 
dos pueden ser una pareja... entonces la titulación mancomunada no 
necesariamente incluye una mujer... En la Unidad de la Mujer en el INRA 
ellas dieron por entendido que todo el mundo iba a entender que manco­
munado era pareja, pero los técnicos que están en la frontera agrícola... 
ellos entendieron mancomunados como dos"52. 

CUADRO 6.4 
TITULACIÓN PARA BENEFICIARIOS/AS DE LA REFORMA AGRARIA, POR SEXO, 
1992-97, NICARAGUA 

Año 

1992-93 
1994 
1995 
1996 

Gob. Chamorro 
Subtotal 

Gob. Alemán 
1997 
1998 

Total 
1992-1998 

Número 

de títulos 

4.444 
5.843 
6.337 
6.391 

23.015 

3.372 
1.362 

27,749 

Área 

(mzs.) 

140.557 
182.539 
255,550 
255.533 

834.179 

137.899 
87.128 

1.059.206 

Hombres 

5.228 (87.6%) 
7.592 (81.4%) 
6.960 (71.1%) 
8.255 (66.7%) 

28.035 (74.5%) 

3.306 (58.2%) 
1.781 (59.1%) 

33.122 (71.5%) 

Beneficiarios 

Mujeres 

741 (12.4%) 
1.738 (18.6%) 
2.971 (29.9%) 
4,128 (33.3%) 

9.578 (25.5%) 

2.370 (41.8%) 
1.321 (40.9%) 

13.179 (28.5%) 

Total 

5.969 (100%) 
9.330 (100%) 
9.931 (100%) 

12.383 (100%) 

37.613 (100%) 

5.676 (100%) 
3.012 (100%) 

46.301 (100%) 

Fuente: Basado en "Consolidado General de Títulos", al 20 de diciembre de 1996, suministrado a 
las autoras por la Dirección de Legalización y Titulación, Sistema de la Propiedad, INRA; y para 
1997, en "Consolidado del Período enero-diciembre 1997", División de Titulación, INRA. 

El hecho de que la Ley de 1995 que exigía la titulación conjunta de 
parejas no se estaba teniendo en cuenta se rectificó en 1997, como resulta­
do de los esfuerzos de la Unidad de Mujeres del INRA y de los esfuerzos 
locales de activistas de la UNAG53. Ese año, el 45 por ciento de los 3.372 

52 Entrevista con Sonia Agurto, Fideg, 22 de enero de 1998, Managua. 
53 Intervenciones de participantes en el seminario Género y Derechos de Propiedad, op. cit. 

Además, para entonces se había lanzado, en el Ministerio de Agricultura y Ganadería con 
apoyo financiero de Norad, el programa Capacitación Técnica a Productoras Agropecuarias al 
Proceso de Titulación de Tierras, a fin de divulgar el derecho de la mujer de ser incluida en los 
títulos de las parcelas. Para información sobre los esfuerzos de divulgación, véase MAG-Norad 
(s.f.). 
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títulos expedidos correspondió a parejas compuestas por compañero y 
compañera o esposo y esposa; sólo el 4 por ciento se expidió a otras pare­
jas, como padres e hijos o hermanos; el 45 por ciento se expidió a indivi­
duos, mientras que los miembros de cooperativas representaron el 6 por 
r ^ , í r ,n j - r~ , sA c \r~\c I i f i i l n C - ^ N I o C O C C i n O c I T Í . n n l t f i ^ o r v-»-f,-\,^-»*,-»m o t - ^ tr .n,-v*^ v ^ \ l r* s . , ,-*»-» 
c i c i i i u \-*.i_ Í ^ J J u i u i u j . i \ i U a t Í J Ü U L D I LCIO u u n u c a j u i w g i c a i a i a D c u n i c i a c i u u 

al género y los esfuerzos de titulación proseguirán en el gobierno del 
presidente Alemán. En sus primeros pronunciamientos como presidente 
a comienzos de 1997, dijo que pensaba continuar vigorosamente con la 
titulación de tierra, para terminar de una vez por todas con el conflicto 
en torno a la propiedad que siguió caracterizando a Nicaragua en los 
últimos seis años55. La nueva ley sobre propiedad, la Ley 278, fue aproba­
da por el Congreso en diciembre de 1997; incorpora las disposiciones de 
la Ley 227 que estipulaban la titulación conjunta a parejas de tierras 
redistribuidas por el Estado56. Sin embargo, durante 1998 la expedición 
de nuevos títulos se redujo considerablemente (a 928 en comparación 
con 3.372 el año anterior), y el nuevo código agrario sigue siendo objeto 
de un intenso debate. 

En síntesis, casi después de dos decenios, la disposición progresiva de 
la ley de reforma agraria -que estipulaba que ni el sexo ni las relaciones 
de parentesco serían una limitación para ser beneficiario de la reforma 
agraria- finalmente se está aplicando en Nicaragua, en parte por la pro­
porción relativamente alta de mujeres jefas de hogar, y en parte porque la 
titulación conjunta se hizo retroactiva de manera que cubriera distribu­
ciones anteriores de tierra. Sin embargo, la dificultad de superar actitu­
des patriarcales y la invisibilidad de las mujeres en la agricultura son 
bastante evidentes en la experiencia inicial de Nicaragua con la titulación 
mancomunada, pues los funcionarios locales supusieron automáticamente 
que correspondía a dos hombres en vez de a compañeros o cónyuges en 
una pareja. Se requirieron los esfuerzos concertados tanto de la Divi­
sión de Mujeres de la UNAG como del Estado -y una intensa capacita­
ción de sensibilización al género a todos los niveles- para rectificar esta 
situación. 

54 "Consolidado del Período enero-diciembre 1997", División de Titulación, INRA. No pudimos 
verificar la información sobre la composición de las parejas en 1998; ese año se expidieron 928 
títulos mancomunados, cifra que representa el 55 por ciento de la totalidad; el 32 por ciento se 
expidió a individuos y el 3 por ciento a cooperativas. "Consolidado General de Títulos Emitidos 
por Departamento en 1998", Intendencia de la Propiedad, Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público. 

55 Resumen de entrevista transmitida por el Canal 6, programa Haciendo el Cambio, enero de 
1997; "Proponen reformas a Ley de la Propiedad", La Prensa, 29 de enero de 1997. 

56 Véase también Ley No. 278, artículo 49, "Ley sobre Propiedad Reformada Urbana y Agraria", 
publicada en La Gaceta, Diario Oficial, No. 239, 16 de diciembre de 1997. 

file:///r~/c


LA LUCHA POR LOS DERECHOS DE LA MUJER A LA TIERRA 261 

Honduras: las medidas a medias no dieron respuestas 

El principal cambio progresista con relación al género en la legislación 
hondurena sobre tierras se produjo en 1991, cuando, presionado por or­
ganismos internacionales, organizaciones no gubernamentales, grupos 
feministas y algunas organizaciones de mujeres campesinas, el Foro Per­
manente de la Mujer del Congreso Nacional logró modificar varias cláu­
sulas de la legislación sobre reforma agraria, que habían discriminado en 
contra de la mujer57. Los argumentos para hacerlo tenían como funda­
mento la ratificación de la Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer y las Estrategias de Acción de 
Nairobi, así como la necesidad de consistencia con la Política Nacional 
sobre la Mujer de Honduras (que duró poco debido al cambio de go­
bierno). 

La reforma incluyó la nueva redacción de los artículos 79 y 84 de la ley 
de reforma agraria, referentes a la designación de beneficiarios y la he­
rencia, en un lenguaje explícitamente no sexista. El nuevo artículo 79 es­
tipulaba por primera vez que las mujeres o los hombres solteros de más 
de 16 años podían ser beneficiarios de la reforma, con independencia de 
que fueran o no jefes de hogar. Además, la nueva legislación establecía 
explícitamente la titulación conjunta en el caso de esposos o de parejas 
que vivieran en uniones de hecho. El nuevo artículo 84 estipulaba que la 
esposa o compañera tenía el primer derecho de sucesión a tierras otorga­
das bajo la reforma agraria (Martínez, Rosales y Rivera 1995: 55). Estas 
modificaciones progresistas con relación al género se adoptaron al poco 
tiempo de asumir el poder el gobierno neoliberal de Callejas con la inten­
ción de iniciar en Honduras un clásico programa de ajuste estructural, 
diseñado para crear condiciones favorables para la agricultura de expor­
tación. No obstante, el ímpetu del cambio favorable al género se mantu­
vo, pues la Ley de Modernización Agrícola de 1992 se redactó en un 
lenguaje no sexista que establecía de modo explícito que los campesinos y 
las campesinas podrían ser beneficiarios; así mismo, la mayor parte de las 
modificaciones aprobadas por el Congreso en 1991 se mantuvieron. 

El principal retroceso en materia de equidad de género fue que, se­
gún la nueva ley, la titulación conjunta a las parejas ya no iba a ser obliga­
toria, sino más bien una posibilidad legal si la pareja la solicitaba (artículo 
64 en Honduras 1995). En otras palabras, la titulación conjunta pasó a 

57 Entrevista con la investigadora Sara Elisa Rosales, 15 de enero de 1998, Tegucigalpa. En vista de 
la ausencia de una oficina nacional para la mujer, en el período 1990-93 las iniciativas sobre 
temas de género se centraron en la legislatura. El Foro Permanente sobre la Mujer en el Congre­
so recibió asistencia técnica de Unicef y de otros organismos internacionales. Comunicación de 
Rocío Tabora, PNUD-Honduras, con las autoras por correo electrónico, 13 de septiembre de 1999. 
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depender de normas culturales que son decididamente patriarcales. Ade­
más, las uniones de hecho, que caracterizan a la mayor parte de los hoga­
res rurales de Honduras (véase el cuadro 2.4), pueden solicitar un título 
conjunto sólo si la relación está debidamente registrada, proceso que re­
sulta costoso y dispendioso (Acosta y Moreno 1996: 3). Además, la legisla­
ción preservó otros aspectos discriminatorios, como el de requerir que 
los beneficiarios potenciales trabajaran en agricultura de tiempo comple­
to (Roquas 1995; 6-7; Martínez, Rosales y Rivera 1995: 55). Como observó 
una líder campesina, "...las mujeres no participan en actividades de pro­
ducción agrícola de tiempo completo y por lo tanto, según la ley, no cali­
fican para obtener tierra del gobierno hondureno" (en Roquas 1995). Esta 
disposición ignora la estrecha relación entre el trabajo productivo y 
reproductivo de la mujer rural, así como el importante papel que desem­
peña en la fuerza de trabajo agrícola estacional. También es discriminatoria 
y contradictoria, pues la Ley de Modernización permite que la tierra sea 
poseída por figuras jurídicas (por ejemplo, corporaciones) que no tienen 
que demostrar que son agricultores de tiempo completo. 

Los aspectos regresivos con respecto al género que contiene esta ley 
obedecen en parte al fracaso de las organizaciones nacionales de mujeres 
rurales de pronunciarse con una sola voz. Hacia mediados de los años 
noventa había seis asociaciones de mujeres rurales en Honduras, y cada 
una de las principales organizaciones campesinas mixtas a nivel nacional 
tenía una división de mujeres (Brenes Marín y Antezana 1996:19). Dos de 
las organizaciones campesinas mixtas participaron en las negociaciones 
con el Estado sobre esta ley y entre sus representantes había mujeres. Sin 
embargo: "Había dos mujeres en la negociación, pero ellas no estaban 
respondiendo a intereses de género sino a otros intereses... Nos metieron 
la colita ('si la pareja así lo solicita')... no estábamos presentes las mujeres, 
tampoco las mujeres más conscientes del movimiento estaban en las me­
sas de negociación... no había intereses de género"58. Una de las principa­
les demandas de varias de las organizaciones nacionales de mujeres 
campesinas ha sido que la titulación conjunta de tierra sea obligatoria 
(Martínez et al. 1996: 37). Sin embargo, aunque existe una propuesta en el 
Congreso Nacional para ello, "no ha sido impulsada desde el movimiento 
de mujeres campesinas. Nunca hemos logrado avanzar sobre la reforma 
del artículo 79 porque no ha habido presencia organizada, sistemática del 
movimiento de mujeres"59. 

58 Intervención de participante en el seminario Género y Derechos de Propiedad organizado para 
las autoras por la Fundación Arias y Rednamurh, 16 de enero de 1998, Tegucigalpa. 

59 Ibid. 
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Las organizaciones de mujeres rurales reconocen que el derecho a la 
tierra es fundamental para mejorar su condición y acentuar su poder de 
negociación con los hombres. No obstante, hasta hace poco, la prolife­
ración de asociaciones de campesinas y la competencia entre ellas mi­
naron su capacidad para diseñar un programa de acción unificado 
tendiente a la equidad de género. En 1997 se dio un paso en la dirección 
correcta cuando se creó la Red Nacional de Mujeres Rurales de Hondu­
ras (Rednamurh). Entienden que, para cualquier fin práctico, la distribu­
ción de tierras ya terminó en este país; que la atención del Estado se centra 
en diversos programas de titulación de tierras (la parcelación del sector 
reformado, la titulación de colonos en tierras nacionales o ejidos, y la 
titulación de minifundistas tradicionales); y que la posesión de tierra por 
las mujeres depende ahora en gran parte del resultado de estos esfuerzos 
de titulación. Por consiguiente, le asignaron prioridad a la titulación obli­
gatoria de la tierra a parejas, sin distinción de su estado civil. Esta priori­
dad se refleja en la propuesta de una Política de Equidad de Género en la 
Agricultura Hondurena, que se estaba debatiendo a comienzos de 1999 
(Proegedagro 1999). Además, el Plan para Equidad de Género en la Agri­
cultura, 1999-2002, desarrollado por la nueva oficina nacional para la mujer, 
es global e incluye demandas como la adjudicación de nuevas tierras a 
grupos de mujeres rurales y la posibilidad de que las parejas sean miem­
bros de las cooperativas, además de la titulación conjunta obligatoria a las 
parejas. 

UNA PARCELA PROPIA: LOS ACUERDOS DE PAZ DE EL SALVADOR 

Aunque hoy en día varios países latinoamericanos especifican en su legis­
lación agraria que tanto hombres como mujeres, sin distinción de su esta­
do civil, pueden ser beneficiarios de los programas de la reforma agraria 
o los proyectos de titulación de tierras, lo cierto es que muy pocos pro­
gramas realmente han beneficiado al mismo tiempo a los esposos y las 
esposas (o a los dos compañeros de una unión de hecho) como indivi­
duos. El Salvador es el único país que ha experimentado con la indivi­
dualización de los derechos a la tierra. Este experimento fue el resultado 
del Programa de Transferencia de Tierras, que se negoció como parte de 
los Acuerdos de Paz de 1992. 

A las mujeres campesinas no les fue muy bien en la reforma agraria de 
los años ochenta. Aunque durante ese decenio surgieron varias organiza­
ciones de mujeres, ninguna de ellas desarrolló una agenda feminista y las 
demandas con base en la clase social tuvieron prioridad sobre los demás 
temas en los años de guerra civil. Además, durante las negociaciones que 
condujeron a los acuerdos de paz nunca se plantearon temas de género. 
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pese a que tres mujeres comandantes de alto rango del FMLN participa­
ron en el proceso (Fundación Arias 1992: 67-8). En las entrevistas que les 
realizó lija Luciak (1999) a estas ex comandantes, le dijeron estar cons­
cientes de que durante la guerra se ignoraron los temas de género y de 
que su falta de una perspectiva de género era evidente en el diseño de los 
programas de reinserción, en especial el referente a la tierra. Rosario 
Acosta, diputada del FMLN como representante del sector campesino, dijo 
lo siguiente a este respecto: "Si a duras penas entró el tema económico-
social (en los acuerdos), menos podía haber un espacio para decir, bueno, 
aquí tenemos que asegurar un porcentaje de mujeres que se benefician 
con tierra o un porcentaje de tierra para beneficiar específicamente a las 
mujeres. Pero en concreto, en la práctica... hay un buen porcentaje de 
mujeres que salieron beneficiadas con tierras, con crédito, con progra­
mas de capacitación. Pero yo le confieso, no fue una propuesta pensada, 
sino la propuesta fue en general... no hubo (en los acuerdos de paz) un 
pensamiento de género sino un pensamiento global"60. 

La atención que el PTT prestó a los temas de género se debió en gran 
parte a los esfuerzos emprendidos por la organización de mujeres Las 
Dignas, antes afiliada al FMLN, que a comienzos de 1993 lanzó una campa­
ña nacional bajo la consigna "Discriminación contra las mujeres en las 
transferencias de tierra". Argumentaron que se debía conceder prioridad 
a los hogares con jefatura femenina y que, además, en el caso de parejas, 
cada una de las partes debía recibir su propio título individual a la tierra 
(Las Dignas 1993). La intención del gobierno había sido beneficiar sólo a 
los jefes de hogar (con la idea de beneficiar a toda la familia). El FMLN, 
instado por Las Dignas y por las comandantes de alto rango que las res­
paldaban, presionó al gobierno para que se adjudicara tierra de manera 
individual, y así las mujeres con compañeros o esposos también podían 
ser beneficiarías directas. Aunque las directrices oficiales subsiguientes 
determinaron que la tierra se debía asignar a individuos, los funcionarios 
locales y los cuadros del FMLN encargados de elaborar las listas de benefi­
ciarios siguieron asignando la tierra a grupos familiares, en el caso de 
parejas, adjudicando la propiedad al jefe de hogar varón. Además, los 
cuadros y los funcionarios locales muchas veces incluían también crite­
rios propios, como el alfabetismo o la posesión de documentos oficiales 
(registro de nacimiento o tarjetas de registro electoral); las mujeres estu­
vieron sobre-representadas entre quienes no cumplían con estos criterios 
(Luciak 1999; Las Dignas 1993). Se requirió un esfuerzo concertado por 
parte de las ex comandantes de alto rango y Las Dignas para superar 

60 Entrevista realizada en enero de 1998, San Salvador. 
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parcialmente estas barreras cuando se revisaron las listas de beneficiarios 
a fines de 1993. 

Del universo de 20.432 beneficiarios (ex combatientes del FMLN y co­
lonos en las zonas de conflicto) que obtuvieron acceso a la tierra median­
te el programa de reinserción a diciembre de 1997, el 34 por ciento fueron 
mujeres (A. Alvarez 1998). Además, a las mujeres se les asignó una parte 
proporcional de las 81.769 manzanas asignadas a este grupo. Luciak (1999) 
sostiene que la discriminación contra las mujeres se superó en gran par­
te, pues las mujeres representaban el 29 por ciento de los combatientes 
del FMLN en el momento de la desmovilización y, a marzo de 1996, repre­
sentaron el 26 por ciento de los ex combatientes que se beneficiaron con 
el programa de transferencia de tierras. Aunque es cierto que una pro­
porción mucho mayor de mujeres se benefició del PTT que en el anterior 
proceso de reforma agraria, algunas personas siguen considerando que 
hubo discriminación contra la mujer: "Yo he platicado con mis otras com­
pañeras que estuvieron en el Frente y que sienten que fueron excluidas 
de este beneficio. ¿Por qué? Porque muchas de ellas a finales de la guerra 
tuvieron que salir ya sea porque estaban embarazadas o por algún pro­
blema específico. Luego las mujeres quedan fuera de los beneficios del 
resto de combatientes. Aparentemente no hay discriminación, pero el no 
valorar esos problemas específicos de las mujeres, como el hecho de ir a 
parir un hijo, ya significa que la mujer, que todos esos años dio por esta 
lucha, fue olvidada"61. 

Según otras, la mayor parte de las mujeres que se beneficiaron al 
otorgárseles tierra eran jefas de hogar, y que en realidad muy pocas mu­
jeres terminaron favorecidas con la disposición que estipulaba que am­
bos adultos de la pareja debían recibir tierra por derecho propio. Una 
integrante de Las Dignas relata su experiencia de la siguiente manera: 
"Este grupo de mujeres que eran tenedoras nos tomamos una parcela de 
seis manzanas. Hicimos un cultivo, un trabajo en colectivo, y resulta que 
después esas tierras tenían que pasar a manos de las mismas mujeres, 
pero no a nombre de ellas, sino de sus maridos. Porque si tenían esposo 
eran los esposos, si no tenían esposos entonces sí eran las mujeres. Que 
fueran las mujeres fue una lucha, todo un pleito... Hubo una cierta pre­
sión bastante sutil para que las mujeres que tenían su pareja pudieran 
recibir la tierra mancomunada, o sea juntos. Y como había un programa 
de construcción de casas para estas personas, que también las casas se 
hicieran juntos, que hiciera la pareja una sola casa. Entonces algunas 

61 Entrevista con Lety Méndez, Secretaría de la Mujer del FMLN, 14 de enero de 1998, San Salvador. 
La percepción de ex combatientes del FMLN y de otras mujeres de haber sido ignoradas en estos 
programas se aprecia en las entrevistas de Hipsher (1998). 
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mujeres se oponían y decían que ellas querían su tierra aparte y querían 
su casa aparte. Pero hicieron cierta presión, como dije, bastante sutil para 
que las mujeres se convencieran de que sí, que hicieran la casa con su 
pareja y que la tierra la tomaran juntos"62. 

Sin embargo, Antonio Alvarez, que fue ei representante dei FMLN ante 
el PTT, dice: "Aunque haya una relación de vínculo familiar no establece­
mos dependencia entre el derecho de la mujer y el derecho del hombre, 
cada quien tiene su derecho de manera individual. No hemos establecido 
legalmente una relación de dependencia, ya les voy a explicar por qué. 
En el caso donde construyeron viviendas y eran marido y mujer, era pa­
reja, lo que se hizo fue hacer las casas cercanas, una pegada a la otra, pero 
con derechos por separado, el derecho de la vivienda de la mujer y el 
derecho de la vivienda del hombre. ¿Por qué? Porque a la hora de que 
haya una separación, cada quien mantiene su derecho de propiedad. ¿Qué 
pasa si usted junta el derecho? Normalmente el hombre es quien busca 
otra mujer... La mujer sale con las maletas a ver dónde va a pedir posa­
da"63. Alvarez también informa que ha sido difícil lograr que los hombres 
entiendan que las mujeres tienen derechos iguales a los suyos, y admite 
que a veces ha habido discriminación contra la mujer en la asignación de 
parcelas individuales: "En el momento de la distribución de tierra la ten­
dencia fue que los hombres impusieran un esquema de distribución que 
marginaba a las mujeres. No en el sentido de no darles tierra, sino más 
bien por darles tierra menos productiva" {ibid.). Mediante un proceso de 
negociación y lucha, se establecieron derechos a la tierra independientes 
para hombres y mujeres bajo el PTT. La novedad de esto es evidente tanto 
en la resistencia al programa como en la comparación del porcentaje de 
mujeres beneficiarías bajo el PTT (o de ex combatientes y simpatizantes 
del FMLN) -34 por ciento- con el porcentaje de mujeres que se beneficia­
ron con la reforma agraria, que en promedio fue del 11 por ciento. Al 
mismo tiempo, el principio de los derechos individuales a la tierra no se 
aceptó como ley agraria, sino más bien fue aplicable sólo a un grupo es­
pecífico, los beneficiarios del PTT pertenecientes al FMLN. Además, la tie­
rra cedida bajo el PTT representa sólo el seis por ciento de la tierra cultivable 
de El Salvador, cifra significativamente menor que el 22 por ciento que se 
asignó al sector de reforma agraria de ese país (Gómez Cruz 1997: cua­
dros 6 y 7). Además, las condiciones de casi todos los beneficiarios del PTT 
han sido bastante precarias64. Como resultado, el gobierno se vio obliga-

62 Entrevista con Carmen Arqueta, Las Dignas, 13 de enero de 1998, San Salvador. 
53 Entrevista realizada el 14 de enero de 1998, op. cit. 
64 Las tierras disponibles para el PTT eran por lo general de calidad inferior y carecían de infraes­

tructura básica. Un censo efectuado en 1994 a 420 propiedades transferidas de acuerdo con el 
FTT reveló que sólo el 49 por ciento de las parcelas era tierra agrícola potencial; el 22.5 por ciento 
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do a condonarles la deuda agraria a fines de 199665. Los beneficiarios del 
PTT no han recibido títulos de propiedad sobre la tierra, lo cual ha genera­
do una inseguridad considerable (Fundesa 1997: 7). La mayor parte espe­
ra obtener títulos individuales de su parcela dentro de la finca que se les 
asignó colectivamente: "El documento que han dado es un documento 
provisional donde no garantiza ni la condonación de la deuda ni tampo­
co que ese propietario supuesto somos nosotras. Necesitamos seguridad 
de decir esta es mi parcela... puedo disponer lo que quiero con ella"66. 

Como parte de los acuerdos de paz, el gobierno prometió expedir un 
nuevo código agrario en el término de un año después de firmado el 
documento. Fue redactado y presentado al Congreso salvadoreño en 1993. 
Sin embargo, fue tan grande la oposición que suscitó el código propuesto 
que se envió de vuelta para ser reelaborado por una comisión especial. 
Debido a este inconveniente, la Alianza Democrática Campesina, ADC (la 
organización campesina afiliada al FMLN), presentó su propia versión de 
un nuevo código agrícola en 1996. Ambas versiones del código propuesto 
representan un avance en comparación con la legislación anterior en cuan­
to al derecho de la mujer a la tierra. Tres disposiciones en la sección refe­
rente a la empresa familiar campesina son similares en las dos versiones y 
favorecen a las mujeres67. El artículo 24 estipula que cuando un miembro 
de un grupo familiar celebra un contrato agrario, se entiende que benefi­
ciará a toda la familia, aunque la propiedad sólo aparezca a nombre de 
uno o varios miembros de la misma. El artículo 25 propuesto especifica 
que cuando se celebre un contrato para la adjudicación individual de la 
tierra, el título deberá estar a nombre de ambos cónyuges o compañeros; 
de lo contrario, estará a nombre de la persona responsable del manteni­
miento del hogar. El artículo 27 propuesto estipula que, en caso de diso­
lución de los lazos maritales o de abandono por parte de quien aparece 
como titular de un contrato de arrendamiento o de adjudicación de la 

(Continuación Nota 64) 
se cultivaba individualmente, el 4 por ciento colectivamente, y el 23 por ciento no se estaba 
utilizando. El hecho de que la tierra agrícola potencial estuviera inutilizada tiene que ver con 
la alta tasa de ausentismo en ellas, lo cual, a su vez, se asocia con las condiciones deficientes de 
muchas fincas. Menos del 40 por ciento de los beneficiarios tenía vivienda en la propiedad; sólo 
el 11 por ciento contaba con electricidad y menos del 1 por ciento tenía acceso a agua potable. 
Por otra parte, aunque a los beneficiarios del PTT se les debía suministrar crédito, en 1995 apenas 
una tercera parte de los ex combatientes y 11 por ciento de los invasores anteriores habían 
recibido préstamos para capital de trabajo. Además, se consideró que la asistencia técnica que 
recibieron también había sido deficiente (Hernández y Dada 1997: 14, 21-2). 

65 La condonación de la deuda se facilitó por el hecho de que la compra de estas fincas se había 
financiado mediante una donación de Usaid y de la Comunidad Económica Europea. 

66 Entrevista con Rosa Linees, miembro de Las Dignas, 13 de enero de 1998, San Salvador. 
67 Los artículos se refieren a la versión del gobierno sobre el código; véase Orellana (1996: 33-4). En 

la propuesta de la ADC, véanse los artículos 48, 49 y 51 en ADC (1996). 
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tierra, no se deben penalizar los derechos de los miembros de la unidad 
familiar. Es de notar que parece existir un consenso entre el gobierno y la 
principal organización campesina sobre la necesidad de titular la tierra 
adjudicada bajo la reforma agraria a nombre de parejas. 

En el caso de las empresas asociativas, el artículo 31 estipula que "en 
igualdad de condiciones, es prohibido realizar cualquier tipo de discrimi­
nación de las mujeres o de menores de edad aptos para trabajar, en rela­
ción a cualquier otra persona, para ingresar como asociado, tener acceso 
al trabajo o disfrutar de cualquier beneficio o derecho que se obtenga de 
la empresa" (Orellana 1996: 34). La frase "en igualdad de condiciones", 
desde luego, deja abierta la puerta a la discriminación contra la mujer por 
razones culturales, ideológicas y estructurales, a menos que simultánea­
mente se tomen medidas firmes para superar nociones como que las muje­
res no son agricultoras o que debido a sus responsabilidades en las labores 
domésticas no pueden participar en el trabajo cooperativo en los mismos 
términos que los hombres. No obstante, es una afirmación más enérgica 
de los derechos de la mujer a participar en empresas asociativas que la 
que existía en la ley de cooperativas anterior. 

Hasta el momento, el Instituto Salvadoreño de la Mujer (Isdemu), que 
se creó en 1996 después de haberse presentado los dos proyectos para el 
código agrario, no ha desempeñado papel alguno en las negociaciones en 
torno al nuevo código68. Sin embargo, varias líderes campesinas y el IMU, 
una organización no gubernamental, organizaron una Mesa Redonda 
Permanente de Mujeres Rurales con el objeto de formular una platafor­
ma para que las campesinas pudieran ejercer influencia en los debates en 
torno al código agrario. Una de sus demandas principales fue que "el 
código agrario fuera ampliamente discutido y revisado por las mujeres 
rurales para que no se nos discrimine" (IMU 1998: i). Después de muchos 
meses de discusión, la Mesa Redonda presentó un documento en el que 
resumía sus ideas y planteaba una propuesta para un código agrario al­
ternativo (IMU 1999). Una de sus contribuciones fue volver a redactar el 
grueso de la propuesta de la ADC en un lenguaje no sexista, de manera 
que quede absolutamente claro que los "sujetos sociales" de los sectores 
rurales de El Salvador son hombres y mujeres. Mantiene los mismos artí­
culos que favorecen la equidad de género en las propuestas de la ADC y 
del gobierno, pero también mejora su lenguaje69. Por ejemplo, en el artículo 

68 Entrevista con Patricia Alfaro y Rosalío Joven, Isdemu, 12 de enero de 1998, San Salvador. 
Recuérdese que un objetivo de la Política Nacional de la Mujer (PNM), aprobada en mayo de 
1997, era promover los derechos de propiedad de la mujer y su acceso a la tierra en condiciones 
de igualdad con el hombre (Isdemu 1997: 44). 

69 Los artículos que en esta propuesta son similares a los de las otras dos en lo que respecta al tema 
del género son los números 16,17,18,19, 20 y 24. Los nuevos son los artículos 2, 22 y 28 (IMU 1999). 
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16, concerniente a la empresa familiar, define a la pareja como depositaría 
de la jefatura del grupo familiar y, en su ausencia, "el hombre o la mujer 
que tiene en efecto la responsabilidad por los arreglos de vivienda, la 
alimentación y el cuidado de la unidad". Además de proveer la adjudica­
ción conjunta de tierra a parejas, estipula que en las adjudicaciones esta­
tales que se realizaron antes de la vigencia del código, en donde el título 
de propiedad está a nombre de uno de los miembros de la pareja, se 
requiere el permiso del otro para vender la tierra (artículo 18). La redac­
ción propuesta también fortalece la intervención de la mujer en empre­
sas asociativas, "garantizando la participación de las mujeres como 
miembros en condiciones de igualdad, y en los órganos de toma de deci­
siones y de liderazgo" (artículo 28). A semejanza de la ADC, considera que 
el papel del Estado en la adjudicación de tierras debe incluir la expropia­
ción de las parcelas si han sido abandonadas o no cumplen una función 
social (artículos 62-64). Los beneficiarios deben incluir los arrendatarios 
que trabajan en la finca, hombres y mujeres que la necesiten y "en todas 
las situaciones arriba mencionadas, en igualdad de condiciones, debe darse 
prioridad a las jefas de hogar responsables de satisfacer las necesidades 
de sus familias" (artículo 125). 

Lo interesante es que el código agrario propuesto por la Mesa Redon­
da de Mujeres Rurales no hace referencia a la política de "una parcela 
propia", la adjudicación individual de tierra a cada uno de los miembros 
de la pareja. A pesar del experimento del PTT, todavía es muy difícil con­
cebir la finca familiar como una unidad en donde los derechos a la tierra 
pueden ser individuales. Lo que resulta alentador, dado que las tres pro­
puestas para el código agrario estipulan la adjudicación y titulación con­
junta de tierras distribuidas bajo la reforma agraria, es que pronto podría 
convertirse en la ley de tierras de El Salvador. Sin embargo, la aprobación 
del código sigue pendiente, pues no se ha llegado a un acuerdo en torno 
a la continuación de la reforma agraria, que es el tema fundamental. 

LOS ACUERDOS DE PAZ Y EL PROCESO DE EMPODERAMIENTO 

DE LAS REFUGIADAS GUATEMALTECAS 

Los acuerdos de paz en Guatemala fueron diferentes de los que se adop­
taron en Nicaragua y El Salvador, debido a su mayor contenido de géne­
ro. La intención de garantizar los derechos de la mujer a la tierra y acceso 
a otros recursos aparece repetidamente. La disposición más específica 
con respecto a los derechos de la mujer a la tierra aparece en el Acuerdo 
sobre los Desplazados, que otorga prioridad a las jefas de hogar en la 
distribución de la tierra; sin embargo, no se menciona la posibilidad de 
adjudicación o titulación conjunta de tierra a las parejas. La atención que 
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se prestó a las consideraciones de género en los acuerdos se debió en 
gran parte a dos factores: el papel desempeñado por el grupo de mujeres 
en la Asamblea de la Sociedad Civil (ASC) durante las negociaciones de 
paz y la presión de las organizaciones internacionales. 

La ASC se creó en 1993 cuando se estancaron ias negociaciones de paz 
entre el gobierno y la URNG. La ASC se organizó de acuerdo con intereses 
sectoriales, pero aunque hubo numerosas mujeres en la asamblea, inicial-
mente no formaron un bloque para presionar a favor de los intereses de 
género (ONAM 1997b: 10). Sólo cuando vieron que los temas de las muje­
res se ignoraron o marginaron en las discusiones, emprendieron un tra­
bajo político de gran envergadura para convencer al resto de la asamblea 
de que las organizaciones de mujeres constituían "un sector" que mere­
cía una representación y una voz propias en el proceso de paz (Aguilar y 
Pellecer 1997)70. Según la Oficina Nacional de la Mujer: "Consideramos 
que de no ser así (la creación de un sector de mujeres), en el contenido de 
los acuerdos de paz no hubieran sido tomadas en cuenta las necesidades 
más sentidas de las mujeres y que los espacios logrados por el Sector 
Mujeres históricamente constituyen un enorme hito para la participa­
ción de las mujeres en la resolución de los problemas nacionales, desde 
su propia y particular perspectiva así como para el reconocimiento de la 
participación que siempre han tenido en el seno de la sociedad guate­
malteca" (ONAM 1997b: 10). Además de asegurarse que los temas de géne­
ro figuraran en un lugar prominente en los acuerdos, como resultado de 
la presión ejercida por el Sector Mujeres también se creó un Foro de 
Mujeres como mecanismo para moni torear todas las promesas con res­
pecto a los derechos y la participación de las mujeres. Está organizado a 
manera de un espacio de consulta a tres niveles, el local, el regional y el 
nacional (Guatemala 1997: 158; Foro si.)71. 

Otro factor que influyó en la consolidación del Sector Mujeres en la 
ASC, la atención prestada a temas de género en los acuerdos y la creación 
del Foro de Mujeres fue la organización y la movilización que se estaban 
llevando a cabo como preparación para la Conferencia Mundial de las 
Naciones Unidas sobre la Mujer en 1995 en Beijing. En las preparaciones 
para Beijing desempeñaron un papel destacado varias ONG, muchas de 
las cuales también eran miembros del Sector Mujeres de la ASC. El Sector 

70 Había unas dieciocho organizaciones representadas en el Sector de Mujeres de la ASC. Entre 
aquellas que tenían que ver con temas agrarios y relacionados con mujeres campesinas estaban 
la Agrupación de Mujeres Tierra Viva; la Asociación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos 
de Guatemala (Famdegua); la Comisión de la Mujer de la Coordinadora Nacional de Pequeños 
y Medianos Productores (Conampru); el Consejo de Comunidades Étnicas Runujel Junam 
(CERJ), y la Coordinadora Nadonal de Viudas de Guatemala (Conavigua) (ONAM 1997b: 11). 

71 Sobre las perspectivas del Foro de Mujeres, véase Aguilar y Pellecer (1997: 16). 
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Mujeres también recibió bastante asesoría y apoyo de ONG internaciona­
les y de los representantes de organizaciones de las Naciones Unidas que 
participaban en el proceso de paz72. 

En lo que respecta a las demandas de los grupos de mujeres campesi­
nas, la principal conscientización de género se dio entre las refugiadas en 
México, en donde se formaron por lo menos tres grupos de mujeres rela­
tivamente fuertes: Mamá Maquín, Madre Tierra y Flores Unidas73. En el 
contexto de las discusiones en torno a su reintegro a Guatemala, una de 
sus demandas fue que no sólo a ellas y a sus familias se les debía asegurar 
el acceso a la tierra a su regreso, sino que la tierra también debía adjudi­
carse y titularse a nombre de la pareja (Fundación Arias-Tierra Viva 1993: 
153). Según Paula Worby (1999: 7), quien trabajó con estos grupos de 
mujeres como consultora del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para Refugiados (Acnur), "no fue evidente de inmediato que las mujeres 
también debían luchar por la propiedad conjunta de la tierra. Este tema 
sólo adquirió significado al analizar el resultado para las abandonadas 
por sus compañeros (y con frecuencia desprovistas de la tierra o los bie­
nes de la familia) y la situación vulnerable en que las mujeres y sus hijos 
se encuentran con frecuencia". La demanda de una titulación conjunta 
de la tierra también fue "resultado de su nueva conscientización sobre los 
derechos de las mujeres en general", o del proceso de empoderamiento 
que experimentaron al formar parte de grupos organizados de mujeres 
en el exilio. 

Las actividades de los grupos de refugiadas en México fueron multí-
facéticas y contaron con el apoyo de varias ONG y del Acnur. Incluyeron 
una campaña de alfabetismo diseñada para elevar la autoestima de las 
mujeres; la introducción de elementos que ahorran tiempo y trabajo en 
las faenas domésticas; servicios de salud reproductiva; capacitación en 
habilidades comunicativas, y capacitación en protección y derechos {ibid.: 
6). La antropóloga mexicana Mercedes Oliveira fue una de las feministas 
que trabajó con estos grupos. Observó que varios factores favorecían el 
proceso de conscientización feminista en los campos de refugiadas. Por 
una parte, tanto su dominio doméstico tradicional como sus comunida­
des habían sido destruidos por la represión. En el exilio era imposible 
recrear "los mismos modelos y patrones culturales... a las mujeres siem­
pre les quedaron huecos muy grandes (en sus vidas) porque cuando se 
rompe la estructura comunitaria, se rompe también la estructura de pa­
rentesco y el funcionamiento ritual que presiona para la conservación de 
los valores, los modelos culturales y la subordinación" (en Chinchilla 1998: 

72 Entrevista con Berta Falla, MAGA, 5 de enero de 1998, Ciudad de Guatemala. 
73 Entrevista con María Asunción García, Minugua, 9 de enero de 1998, Ciudad de Guatemala, 


